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SENTENCIA  355/2025  

   

En Orihuela, a 20 de mayo de 2025, vistos por mí, D. Antonio Morente Espinosa, 

Magistrado del Juzgado de Primera Instancia  Nº 3 de esta ciudad y su partido, los presentes 

autos de juicio ordinario 1575/2021, promovido por el Procurador D. Jordi Garrigos 

Romanos, en nombre y representación de la mercantil  ……………., asistida por el Letrado 

D. José María Torres Paz , contra …………………………., representado por el Procurador  

D. Alberto Cánovas Seiquer  y asistido por el Letrado D. Eduardo Rodríguez Brujón 

Fernández, y contra la mercantil …………………………………., representada por la 

Procuradora Dña. Gemma Donderis de Salazar y asistida por el Letrado D. Samuel Tronchoni 

Ramos, por responsabilidad civil contractual, procede dictar, en nombre de Su Majestad El 

Rey Felipe VI de España, lo siguiente.  

   

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO: El 16 de diciembre de 2021 se registró demanda presentada por el 

Procurador D. Jordi Garrigos Romanos, en nombre y representación de la mercantil  



 

 

……………, solicitando el dictado de sentencia estimatoria por la que se condenase al 

demandado al pago de 7.474,38 euros, intereses contractuales y costas procesales.  

   

SEGUNDO: Por decreto de 8 de febrero de 2022 fue admitida a trámite la demanda, 

tras la subsanación de los defectos apreciados en la misma, siendo emplazada la parte 

demandada para proceder a su contestación.  

   

TERCERO: El 5 de mayo de 2022 se registró escrito de contestación a la demanda, 

solicitando su desestimación, interponiendo demandada reconvencional a fin de lograr 

sentencia estimatoria conforme al siguiente suplico:  

   

Acción Principal 1. Declare el carácter usurario del crédito, es decir, la nulidad del 

contrato de crédito revolving, suscrito entre mi mandante y la demandada por existencia de 

usura en las condiciones particulares que establecen el interés remuneratorio del TAE 

26,82%, con las consecuencias previstas en el art. 3 de la Ley de la Represión de la Usura. 

Subsidiariamente:  

   

2. Que las cláusulas del contrato no pasan el doble control de transparencia. 

nulidad de las cláusulas del contrato, por incumplimiento delo art. 80 de la Ley General de 

Defensa de Consumidores y Usuarios, por el tamaño de la letra del contrato. Incumple el 

requisito de Accesibilidad y legibilidad.  

   

3. Se declare del carácter abusivo de la estipulación contractual de las 

condiciones particulares y generales relativas al tipo de interés usurario, con la eliminación 

de cualquier tipo de interés remuneratorio y de restitución al consumidor de las cantidades 

ya abonadas en ese concepto. Concretamente la nulidad de la cláusulas de interés 

remuneratorio aplicado en las condiciones particulares del contrato de crédito  

   

4. Se declare la Nulidad por abusiva de la cláusula condiciones particulares 

tipo de interés aplicado al crédito del 26,82 % TAE, para disposiciones en efectivo. tipo de 

interés del 24,04 % tae para compras con la tarjeta de pago aplazado (21,845 incrementado 

en 2,2% a tenor de la clausula 5ª de la condiciones generales).  

   



 

 

5. Se declare la Nulidad por abusiva de la clausula NULIDAD POR USURA 

DE LA CONDICIÓN GENERAL 5. COSTE DEL CRÉDITO. Intereses y Gastos. 

Capitalización de los intereses de las cuotas no satisfechas al mismo tipo del interés del 

crédito, es decir al 20,02% TAE para compras y 26,82% tae para disposiciones en efectivo.  

   

6. Se declare la Nulidad por abusiva de la CLAUSULA 5. INTERESES Y 

GASTOS.  

Es obscura, ininteligible y de imposible cálculo para una consumidor medio.  

   

7. Se declare el carácter abusivo y la nulidad de la CLAUSULA ANEXO. En 

ella se establecen las comisiones aplicar:  a) Comisión por disposición de efectivo a crédito: 

4%. Minimo 2,40 euros. b) Comisión por Disposición en cajero automático de ………… 3% 

y un mínimo de 2,5 euros.. c) Comisión por reclamación de recibos impagados de 30 euros. 

d) Comisión por excedido.20 euros.  

   

Subsidiariamente a) Se declare que ………………. (antes ……………) ha sido 

“negligente” en el cumplimiento de sus obligaciones de diligencia, lealtad e información 

como “prestador de servicios de inversión” y “comercializador” del préstamo objeto de la 

presente litis, y, al amparo del artículo 1101 del Código Civil, se le condene a …………… a 

indemnizar al actor por los daños y perjuicios causados, equivalentes a la devolución de las 

cantidades pagadas por: - Tipo de interés remuneratorio del TAE 26,82%. - Por la “comisión 

de recobro” - .Por las cantidades cobradas por el Interés de demora que figura en las 

condiciones particulares del contrato. más los intereses legales de dichas cantidades desde la 

fecha de pago hasta su efectiva devolución.  

   

De forma cumulativa con las anteriores peticiones subsidiarias, se solicita que se 

condene a la demandada al pago de las costas judiciales causadas  

   

CUARTO: Siendo admitida la demanda reconvencional, la misma fue contestada 

mediante escrito registrado el 22 de mayo de 2022, siendo estimada la alegación de 

litisconsorcio pasivo necesario presentada por la actora.  

   

QUINTO: El 10 de abril de 2025 se registró escrito de contestación por la demandada 

……………, solicitando la desestimación de la demanda.  

   



 

 

SEXTO: El 12 de mayo de 2025 tuvo lugar la audiencia previa. Admitida la prueba 

propuesta, se requirió a las mercantiles a fin de aportar determinada documentación, siendo 

la misma presentada por escrito registrado el 19 de mayo de 2025.  

   

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

   

PRIMERO: Señala la parte actora en su escrito de demanda haber adquirido el 

crédito derivado del contrato de tarjeta de crédito celebrado entre el demandado y la 

mercantil …………… con número 01289830606368834.  

   

La parte demandada alega el pago de los importes reclamados, alegando el carácter 

usurario del contrato, la existencia de clausulas abusivas, así como que no cumplirían los 

requisitos de incorporación y trasparencia.  

   

La mercantil …………. alega su falta de legitimación pasiva al haber cedido el 

crédito, así como que habría prescrito la acción para reclamar los importes solicitados en la 

demanda reconvencional.  

   

SEGUNDO:  Sobre la relación existente entre las dos mercantiles personadas y su 

legitimación, cabe traer a colación la sentencia de la salsa primera del Tribunal Supremo de 

24 de enero de 2024: “Para resolver el recurso hemos de partir de la siguiente realidad 

acreditada en la instancia. En primer lugar, que el contrato de préstamo concertado por 

Andrea con la entidad 4Finance, de 2 de julio de 2017, es nulo como consecuencia de que se 

ha declarado usurario. En consecuencia, la prestataria está obligada a devolver el principal. 

De la suma prestada, 800 euros, solo constan pagados 273,54 euros.  

             

Por otra parte, estamos ante una cesión de crédito a favor de Invest Capital Ltd., el 

que el prestamista 4Finance tenía frente a la prestataria. Por las características de la relación 

jurídica del contrato de préstamo, el prestamista había cumplido sus obligaciones al poner a 

disposición de la prestataria el importe del préstamo, y sólo restaba la obligación de 

devolución, en los términos previstos convenidos, por parte de la prestataria. No se trata de 

una cesión de contrato, sin perjuicio de que el crédito cedido haya surgido de una 

determinada relación jurídica, en este caso de un contrato de préstamo, y que pueda ser 

oponibles al cesionario la nulidad del contrato y sus consecuencias respecto del crédito 

cedido.  

             



 

 

La cesión de créditos se halla regulada en los  arts. 1526 y ss. CC , y se prevé también 

en el  art. 1203.3º CC  como un supuesto de novación modificativa de carácter subjetivo de 

las obligaciones.  

             

Es cierto que, en relación con la nulidad de los préstamos usurarios, la jurisprudencia 

de esta sala ha remarcado que esta nulidad del contrato de préstamo afecta también al 

cesionario.  

   

Así, en la  sentencia 1028/2004, de 28 octubre , citada por la posterior  sentencia 

1127/2008 de 20 noviembre , invocadas en el recurso, se afirma lo siguiente:  

             

"(...) la nulidad de los contratos a los que se refiere el artículo 1 de la Ley de 1908 es 

la radical ya que no admite convalidación sanatoria en cuanto queda fuera de la 

disponibilidad de las partes y como consecuencia de ello, si la convención inicial que aparece 

en el contrato en cuestión es radicalmente nula, la novación no puede operar su consolidación 

por prohibirlo así expresamente el  artículo 1208 del Código Civil  en relación al  artículo 6-

3 de dicho Cuerpo legal ; cabe por tanto decir, con frase jurídicamente aceptada, que en estos 

casos la novación opera en vacío, al carecer del imprescindible sustento que dicha figura 

exige, representado por la obligación primitiva que se pretende novar -por todas las  

sentencias de 26 de octubre de 1959  y  30 de diciembre de 1987 . Y en el presente caso no 

se puede olvidar que ha surgido la figura de la novación subjetiva por cambio de acreedor 

recogida en el  artículo 1203 del Código Civil , por lo que en conclusión hay que proclamar 

la "nulidad derivada" del negocio jurídico de cesión de crédito efectuada entre las partes 

recurridas, ahora, en casación".  

             

Pero, en línea con lo que hicimos en relación con la novación de la cláusula suelo, 

respecto de la que entendimos que su validez no se veía afectada por el  art. 1208 CC , pues 

"no es propiamente una novación extintiva, sino una modificación de un elemento que incide 

en el alcance de una relación obligatoria válida" (  sentencias 489/2018, de 13 de septiembre 

;  548/2018, de 5 de octubre ; y  675/2019, de 17 de diciembre  ), también en el caso de la 

modificación subjetiva de la obligación por cambio de acreedor, debemos hacer una 

matización equivalente.  

   

De tal forma que una cosa es que la novación no sane o subsane la nulidad del contrato 

y otra distinta que, como consecuencia de la nulidad del contrato del que deriva el crédito 

cedido, sea nula la cesión. De hecho, el efecto previsto en el  art. 1529 CC  en caso de 

inexistencia (nulidad) del crédito cedido es la responsabilidad del cedente frente al 

cesionario, una acción de saneamiento.  



 

 

             

En realidad, de cara al "deudor cedido", lo relevante es que puede oponer la nulidad 

del contrato y sus efectos frente al cesionario del crédito. Y así nos hemos pronunciado en 

ocasiones anteriores. La jurisprudencia, contenida en la  sentencia 768/2021 de 3 noviembre 

, reconoce al deudor la facultad de oponer al cesionario todas las excepciones que tuviere 

contra el cedente:  

             

"Una vez perfeccionada la cesión, el cesionario adquiere la titularidad del crédito 

cedido con el contenido contractual que tenía en origen, por lo que puede exigir dicho crédito 

al deudor cedido sin ninguna restricción o limitación (  arts. 1112  y  1528 CC , y  sentencia 

384/2017, de 19 de junio  ). Sus efectos han sido precisados por la jurisprudencia de  esta 

sala. Así, la sentencia de 459/2007, de 30 de abril ,  confirmada por la núm. 505/2020, de 5 

de octubre , señaló sus tres principales efectos jurídicos, sistematizando la doctrina 

jurisprudencial en la materia: (i) el cesionario adquiere la titularidad del crédito, con el 

mismo contenido que tenía para el acreedor cedente, permaneciendo incólume la relación 

obligatoria (  sentencias de 15 de noviembre de 1990 ,  22 de febrero de 2002 ,  26 de 

septiembre de 2002 , y  18 de julio de 2005  ); (ii) el deudor debe pagar al nuevo acreedor (  

sentencias de 15 de marzo  y  15 de julio de 2002 , y  13 de julio de 2004  ); y (iii) al deudor 

le asiste el derecho de oponer al cesionario, todas las excepciones que tuviera frente al 

cedente (  sentencias de 29 de septiembre de 1991 ,  24 de septiembre de 1993 , y  21 de 

marzo de 2002  ). ... Ello supone que el cesionario, como señalaron las citadas  sentencias 

459/2007  y  505/2020 , en vía de principios, "puede reclamar la totalidad del crédito del 

cedente, con independencia de lo pagado (compraventa especial), y el deudor sólo está 

obligado a pagar la realidad de lo debido (incumplido)".  

             

Lo anterior responde a la lógica de la configuración legal de la cesión de créditos, 

para cuya validez no se precisa el consentimiento del deudor, sin perjuicio de que no le sea 

oponible hasta que le sea comunicada la cesión. Conforme al  art. 1526 CC , "la cesión de un 

crédito, derecho o acción no surtirá efecto contra tercero sino desde que su fecha deba tenerse 

por cierta en conformidad a los  artículos 1.218  y  1.227  " (  art. 1526 CC  ); y según el  art. 

1527 CC  "el deudor que antes de tener conocimiento de la cesión satisfaga al acreedor 

quedará libre de la obligación" (  art. 1527 CC  ) .  

   

En un caso como este, la falta de comunicación de la cesión de crédito al deudor lleva 

consigo que todos los pagos realizados por Andrea a 4Finance se consideren válidos y 

produzcan efectos liberatorios.  

             

Si la cesionaria hubiera reclamado el crédito frente a la prestataria, esta hubiera 

podido oponer a la cesionaria, como causa de oposición a la reclamación, la nulidad del 



 

 

préstamo por usurario, conforme al art. 1 de la Ley de 1908. Sin perjuicio de que, caso de 

prosperar esta causa de oposición, tan sólo hubiera dado lugar a que se redujera la cantidad 

reclamada al importe pendiente de pago después de aplicar a la devolución del principal la 

totalidad de las cantidades ya abonadas.  

   

No ha sido así como se ha planteado la controversia, pues ha sido la prestataria quien 

ha tomado la iniciativa de pretender la nulidad del contrato de préstamo por ser usurario. El 

efecto de la nulidad es el previsto en el art. 3 de la Ley de 1908: sólo se adeuda el principal 

y no existe obligación de pago de intereses, razón por la cual todo lo abonado puede 

imputarse a la devolución del principal. En esta situación, si la diferencia entre el principal 

prestado y el importe total de lo pagado en devolución del préstamo fuera a favor del 

prestamista, éste tendría derecho a reclamar formalmente el pago de esa diferencia; y si fuera 

al revés, sería la prestataria la legitimada para reclamar la diferencia a su favor.  

             

Es ante esta última eventualidad cuando, en caso de cesión de créditos, aunque la 

nulidad del contrato de préstamo por su carácter usurario puede hacerse valer frente al 

cesionario sin necesidad de que sea demandado al mismo tiempo el cedente, puede estar 

justificada la demanda frente a este último si con ello se pretende garantizar un eventual 

derecho a la devolución de la diferencia a favor del prestatario. Lo contrario afectaría al 

principio de no empeoramiento del deudor en caso de cesión del crédito.  

             

En consecuencia, en este caso en que la demanda se presentó frente al prestamista 

cedente del crédito antes de que hubiera sido comunicado al prestatario la cesión del crédito, 

tras la ampliación de la demanda frente al cesionario persistía el interés de la demandante en 

que el pronunciamiento que declarara la nulidad del contrato de préstamo por usurario y sus 

efectos se dirigieran no sólo frente al cesionario del crédito por la devolución del préstamo, 

sino también frente prestatario cedente de este crédito.  

             

En consecuencia, casamos la sentencia y al asumir la instancia, por los mismos 

razonamientos expuestos, estimamos el recurso de apelación y reconocemos legitimación 

pasiva a 4Finance, a quien se extiende la declaración de nulidad del contrato y sus 

consecuencias, en concreto la condena a devolver la eventual diferencia, a favor de la 

prestataria, entre el importe del préstamo y lo pagado por todos los conceptos”  

   

Por su parte, la sentencia de la sección primera de la Audiencia Provincial de Albacete 

de 10 de octubre de 2024, en un supuesto similar al que es objeto de las presentes actuaciones, 

señaló: “En el presente caso para saber si esta relación en una simple venta o cesión de 

crédito, como mantiene el recurrente, o una cesión de contrato, como mantiene la recurrida 

debemos examinar el documento nº 2 de la demanda que nos trae noticia del contrato suscrito 



 

 

entre ………………….. y ………………………... Dicho documento es un testimonio 

notarial en relación de dicho contrato. En él se dice que en virtud del contrato suscrito el 

23/11/2020 entre …………………….. como vendedor y …………………, como 

comprador, aquella transmitió a esta todos y cada uno de los créditos de una cartera de 

créditos que se identificaban en un CDROM entregado al Notario. Entre los créditos cedidos 

se identificaba el del demandante y se decía que ……………. se había subrogado en la 

posición jurídica de acreedor para su reclamación y ejercicio de acciones judiciales.  

Todo lo cual, a juicio de la Sala, alude con claridad a una cesión de crédito, que no de 

contrato, porque el testimonio siempre y solamente se refiere a créditos, sin mencionar nunca 

el contrato del que deriva dicho crédito.  

Ciertamente en el referido documento se dice que ……………………. se ha 

subrogado en la posición jurídica del acreedor, pero incluye expresiones que despejan 

cualquier tipo de duda sobre el significado del término subrogación y sobre la naturaleza de 

la cesión. Así por un lado se refiere al acreedor del crédito, no al prestamista o a la parte en 

el contrato de tarjeta de crédito, por otro lado precisa que la subrogación en la posición de 

dicho acreedor es "para su reclamación y ejercicio de acciones judiciales", lo que se 

corresponde a la cesión de un crédito y no a las transmisión de la posición que ocupa una de 

las partes en el contrato.  

En cualquier caso la utilización del término subrogación en el testimonio notarial no 

es trascendente para lo que nos ocupa porque entre la figura de la cesión de créditos de los 

artículos 1.526 y ss y la subrogación convencional de un tercero en los derechos del acreedor 

(1.203.3º del CC) existen pocas diferencias para el deudor cedido, hasta el punto que nuestra 

jurisprudencia las ha confundido y les ha dado frecuentemente el mismo tratamiento. A título 

de ejemplo la STS 1127/2008 de 20 de noviembre, que ha sido invocada por alguna de las 

partes señala que: "...un cambio de acreedor en la relación obligatoria puede acontecer por 

la cesión o subrogación en el crédito, que -según hemos visto- son casos de novación 

modificativa, así lo explica la Sentencia del TS de 22 noviembre 1982 , mera modificación 

de un crédito existente sin destruir su identidad, y así lo viene reconociendo en constante 

doctrina jurisprudencial reflejada, entre otras, en sentencias de 30 de diciembre de 1935, 29 

de abril de 1947, 10 de febrero de 1950, 30 de junio de 1969, 6 de noviembre de 1971, 5 de 

mayo de 1978 y 29 de enero de 1982."  

El hecho de que el crédito del actor se vendiera conjuntamente con otros en globo o 

por precio alzado no convierte la cesión de los créditos transmitidos globalmente, de la 

cartera de créditos, en la cesión de los contratos de los que dichos créditos derivan, como 

afirma la sentencia de instancia. De hecho la figura de la venta en globo o por precio alzado 

de créditos está prevista expresamente por la ley en sede de cesión de créditos ( art. 1.532 

del CC) y no menciona en su regulación el efecto que señala la sentencia recurrida de 

subrogarse el cesionario en la posición contractual del cedente, se limita dicho precepto a 

introducir un matiz en la regulación de la responsabilidad que adquiere el cedente frente al 

cesionario y ningún otro efecto especifico se prevé en dicho precepto para este tipo de 

compraventas de créditos. Ciertamente existe otra especialidad en el régimen de la venta de 

una cartera de créditos alzadamente o en globo que no se menciona en el artículo comentado, 

la relativa al ejercicio del llamado retracto del crédito litigioso, especialidad a la que se refiere 

la jurisprudencia en interpretación de los artículos 1535 y 1532 del CC (por todas STS 



 

 

151/2020 de 5 marzo), pero que en nada afecta a lo que aquí tratamos porque el crédito que 

nos ocupa no se cedió como un crédito litigioso.  

La naturaleza del negocio entre cedente y cesionario como cesión de crédito queda 

confirmada con la comunicación que ……………... dirige al demandante sobre la 

transmisión del crédito. Comunicación que se acompaña como documento nº 1 de la 

demanda que se refiere a la cesión a favor de ………. de los derechos de crédito del contrato 

suscrito por D. ………….., no a la cesión del contrato suscrito por este. Además lo que se 

desprende de dicha comunicación es que la cesión se ha producido previamente a dicha 

comunicación entre …………………. y ……………….. lo que se comunica, una vez 

consumada la cesión, a D. ……….., el acreditado. Es decir, la cesión se realiza sin 

intervención del acreditado, cuya concurrencia y consentimiento hubiera sido necesaria para 

la cesión del contrato. Consentimiento que en ningún momento ha mantenido el actor haber 

prestado, así la comunicación de la cesión al deudor parece responder a lo prevenido en el 

art. 1.527 del CC porque a continuación en dicha comunicación se informa al acreditado del 

importe de la deuda y se facilitan los medios de comunicación con …………….. para su 

pago.  

Alega el recurrente también que el contrato de tarjeta de crédito estaba resuelto lo que 

excluye su cesión, pues ciertamente uno de los requisitos que exige la cesión de un contrato 

es que el contrato esté vigente, pendiente de ejecución o, dicho de otra manera, que exista un 

objeto, un contrato vivo que ceder. Ciertamente en el presente caso no existe prueba directa 

de la resolución del contrato de tarjeta de crédito por parte de ……………………………, 

pero lo cierto es que toda la documentación que se aporta por el actor sobre la ejecución del 

contrato data de varios meses antes de la cesión del crédito, sin que se aporte documento 

alguno que indique que tras la misma el contrato seguía ejecutándose. Además, el hecho de 

que la cesionaria no sea una entidad financiera que tenga la correspondiente autorización 

para intervenir en dicho mercado es un indicio de que el contrato de tarjeta del que deriva el 

crédito cedido, no estaba en ejecución, sino finalizado, resuelto y liquidado, siendo el 

resultado de dicha liquidación a favor del prestamista lo que se cede a un tercero, es decir un 

simple crédito.  

En definitiva, la prueba practicada permite afirmar que lo que ……….. cedió a 

………….. fue el crédito derivado del contrato de tarjeta de crédito y no su posición, su 

condición de parte, en el contrato de tarjeta de crédito.  

Sin embargo, que el negocio entre ………………… y ………………….. sea una 

cesión de crédito no determina que la legitimación para soportar una acción de nulidad del 

préstamo usurario recaiga en la cedente. La legitimación pasiva la ostenta la cesionaria, 

………….., porque la cesión del crédito no puede afectar la posición del deudor cedido de 

manera que podrá oponer al cesionario todas las excepciones que tuviera contra el cedente. 

En este sentido la STS 88/2024 de 24 de enero recuerda la doctrina jurisprudencial al efecto:  

"En realidad, de cara al "deudor cedido", lo relevante es que puede oponer la nulidad 

del contrato y sus efectos frente al cesionario del crédito. Y así nos hemos pronunciado en 

ocasiones anteriores. La jurisprudencia, contenida en la sentencia 768/2021 de 3 noviembre  

, reconoce al deudor la facultad de oponer al cesionario todas las excepciones que tuviere 

contra el cedente:  



 

 

"Una vez perfeccionada la cesión, el cesionario adquiere la titularidad del crédito 

cedido con el contenido contractual que tenía en origen, por lo que puede exigir dicho crédito 

al deudor cedido sin ninguna restricción o limitación ( arts. 1112 y 1528 CC , y sentencia 

384/2017, de 19 de junio  ). Sus efectos han sido precisados por la jurisprudencia de esta 

sala. Así, la sentencia de 459/2007, de 30 de abril , confirmada por la núm. 505/2020, de 5 

de octubre , señaló sus tres principales efectos jurídicos, sistematizando la doctrina 

jurisprudencial en la materia: (i) el cesionario adquiere la titularidad del crédito, con el 

mismo contenido que tenía para el acreedor cedente, permaneciendo incólume la relación 

obligatoria ( sentencias de 15 de noviembre de 1990 , 22 de febrero de 2002 , 26 de 

septiembre de 2002 , y 18 de julio de 2005 ); (ii) el deudor debe pagar al nuevo acreedor ( 

sentencias de 15 de marzo y 15 de julio de 2002 , y 13 de julio de 2004 ); y (iii) al deudor le 

asiste el derecho de oponer al cesionario, todas las excepciones que tuviera frente al cedente 

( sentencias de 29 de septiembre de 1991 , 24 de septiembre de 1993  , y 21 de marzo de 

2002 ). ... Ello supone que el cesionario, como señalaron las citadas sentencias 459/2007 y 

505/2020 , en vía de principios, "puede reclamar la totalidad del crédito del cedente, con 

independencia de lo pagado (compraventa especial), y el deudor sólo está obligado a pagar 

la realidad de lo debido (incumplido)"."  

Ciertamente en el presente caso, como ocurría en el de la STS 88/2024 no es el 

cesionario quien reclama al deudor por lo que no puede hablarse de oponer excepciones. Es 

el deudor el que se dirige contra el cesionario reclamando la nulidad del contrato por usura 

y las consecuencias económicas de la nulidad contenidas en el art. 3 de la Ley de Usura. 

Aunque el principio es el mismo, el deudor no puede verse perjudicado por la cesión. Sin 

embargo, tendrá que demandar al cedente si pretende tener derecho a una cantidad superior 

al importe del crédito cedido, lo que en el presente caso se desconoce, pues el cesionario en 

virtud de los efectos de la nulidad puede ver reducido su crédito incluso hasta desaparecer, 

pero no puede quedar endeudado porque él no percibió cantidad alguna del prestatario.  

En este sentido la mencionada STS 88/2024 indica: "Es ante esta última eventualidad 

cuando, en caso de cesión de créditos, aunque la nulidad del contrato de préstamo por su 

carácter usurario puede hacerse valer frente al cesionario sin necesidad de que sea 

demandado al mismo tiempo el cedente, puede estar justificada la demanda frente a este 

último si con ello se pretende garantizar un eventual derecho a la devolución de la diferencia 

a favor del prestatario. Lo contrario afectaría al principio de no empeoramiento del deudor 

en caso de cesión del crédito."  

En este sentido y con este alcance se estimará el recurso, pues la recurrente tiene 

legitimación pasiva para soportar la acción de nulidad por usura del contrato del préstamo 

del que deriva su crédito y para soportar las consecuencias económicas de dicha nulidad que 

impliquen devolver al prestatario las cantidades abonadas de mas sobre el capital prestado 

siempre que no excedan del crédito cedido, pues hasta dicha cantidad se compensarán, pero 

agotado el crédito cedido por dicha compensación el cesionario no deberá abonar mas 

cantidades al prestatario.  

Reiteramos que en realidad se desconoce la liquidación de la nulidad del préstamo, 

quien debe pagar y qué cantidad, todo lo cual se remitió a ejecución de sentencia”  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos, no ante un cesión de contrato, sino ante 

una cesión de crédito, y, si bien, esa cesión permite al deudor oponer al cesionario todas las 



 

 

excepciones que tuviese contra el cedente, al solicitar la declaración de nulidad del contrato 

por usura, contrato del que no consta la resolución, junto con las consecuencias económicas 

de dicha decisión, desconociéndose si el importe a devolver por los intereses excesivos 

superaría el del capital prestado, es necesario traer al procedimiento a la entidad cedente del 

crédito.  

Así, en el testimonio de relación aportado junto con el escrito de demanda, se señala  

que el vendedor trasmite al comprador todos y cada uso de los créditos de la cartera de 

créditos, por lo que se trata de una cesión en masa de créditos, no de contratos.  

La condición general octava del contrato indica que la duración del mismo es 

indefinida, siendo un contrato de tarjeta de crédito, no constando documentación acreditativa 

de la rescisión del mismo, por lo que, lo realmente cedido, es el crédito derivado del contrato 

a fecha de 23 de noviembre de 2020, siendo el certificado de la deuda reclamada en este 

procedimiento emitido en la misma fecha, pero no el contrato, puesto que el mismo sigue 

subsistente, por lo que la parte demandada puede oponer contra la entidad cesionaria los 

motivos de oposición que cabría plantear contra la acreedora original, pero, también, 

demandada a esta a fin de resolver el contrato y requerir a la misma el abono del exceso que 

se hubiese cobrado a la fecha de celebración de la cesión y con posterioridad a la misma.  

TERCERO: Con respecto a la posible existencia de usura, la controversia la clarifica 

con pautas ya precisas la reciente  Sentencia del Pleno de la Sala de lo civil del Tribunal 

Supremo, número 258/2023, de 15 de febrero de 2023  con ocasión de entrar a resolver un 

recurso de casación interpuesto contra una sentencia que declaró no usurario el interés 

remuneratorio pactado en un contrato revolving, reiterando que el índice que ha de tomarse 

en consideración para determinar si el interés pactado es notablemente superior al normal es 

la tasa anual equivalente (TAE) y que la comparación ha de hacerse con el interés medio 

aplicable en el momento de la contratación a la categoría que corresponda a la operación 

cuestionada. Para los contratos suscritos después de que el boletín estadístico del Banco de 

España desglosara el tipo de créditos revolving (junio de 2010), el parámetro de comparación 

es el interés medio publicado en cada momento. Y advierte que el interés analizado por el 

Banco de España en el boletín estadístico es el TEDR (tipo efectivo de definición restringida) 

que equivale al TAE sin comisiones. Por ese motivo, el interés publicado es ligeramente 

inferior al TAE y puede ser complementado con las comisiones generalmente aplicadas por 

las entidades financieras. Diferencia que ordinariamente no será muy determinante para 

apreciar la usura porque se exige que el interés pactado sea notablemente superior al normal 

de mercado, pues no basta con que sea meramente superior. En el caso analizado por el Alto 

Tribunal se trataba de una tarjeta revolving contratada en el año 2004, por lo que indica que 

para identificar cual es el interés normal de mercado para las tarjetas revolving contratadas 

en la primera década de este siglo, como regla general ha de acudirse a la información 

específica más próxima en el tiempo, que es la desglosada por el Banco de España en 2010. 

Y a falta de un criterio legal sobre el margen superior aceptable para no incurrir en usura, 

ante las exigencias de predecibilidad en un contexto de litigación en masa, el Tribunal 

establece el siguiente criterio: En los contratos de tarjeta de crédito en la modalidad 

revolving, en los que hasta ahora el interés medio se ha situado por encima del 15%, el interés 

es notablemente superior si la diferencia entre el tipo medio de mercado y el pactado supera 

los 6 puntos porcentuales.  



 

 

   

La sección séptima de la Audiencia Provincial de Valencia recoge en su sentencia de 

25 de septiembre de 2024: “Motivo principal de recurso relativo a la usura.  

1) Como normas y doctrina citamos:  

-Procede seguidamente citar las normas y doctrina aplicables en relación con el motivo 

principal de recurso, vulneración del artículo 3 de tal a Ley de la Represión de la Usura y 

de no aplicación de la jurisprudencia en la materia:  

De la copiosa jurisprudencia que existe en la materia nos hemos de remitir a la STS 

de 4-5-2022 que ya ha aplicado esta misma Sección y ponente, entre otras, en su sentencia 

n.º 312, de 13-7-2022, rollo 777/20221, que ha venido a pronunciarse al respecto de la 

cuestión que aquí nos ocupa, en los siguientes términos, "1.- Se discute en este litigio si el 

contrato de tarjeta revolving suscrito entre las partes en 2006 es usurario. La demanda fue 

interpuesta por la cesionaria del crédito de la titular de la tarjeta, que reclamó, en lo que aquí 

interesa, 6.304,81 euros de principal y 666,20 euros de intereses ordinarios calculados al tipo 

del 24,5% anual. La demandada se opuso a la demanda y formuló reconvención en la que 

solicitó que se declarara que el contrato de tarjeta revolving era usurario, por lo que solicitó 

que se condenara a la reconvenida a devolver las cantidades que excedieran del principal 

dispuesto.2.- Tanto el Juzgado de Primera Instancia como la Audiencia Provincial, ante la 

que apeló la prestataria, estimaron la demanda y desestimaron la reconvención. La Audiencia 

Provincial, en lo que es relevante para el recurso, argumentó que la documentación aportada 

al litigio, obtenida de la propia base de datos del Banco de España, revela que en fechas 

próximas a la emisión de la tarjeta era frecuente que la TAE aplicada por las entidades 

bancarias a las operaciones de tarjeta de crédito con pago aplazado fuera superior al 20%, 

siendo habitual incluso que las contratadas con grandes entidades bancarias superasen el 23, 

24, 25 y hasta el 26%, porcentajes que se reproducen en la actualidad, por lo que la TAE del 

interés remuneratorio pactada en el contrato litigioso no era notablemente superior a la 

normal aplicada por otras entidades ni por tanto usuraria.3.- La demandada reconviniente ha 

interpuesto un recurso de casación contra la sentencia de la Audiencia Provincial, basado en 

un motivo, que ha sido admitido. SEGUNDO. - Formulación del recurso.1.- El 

encabezamiento del único motivo del recurso denuncia la infracción de los arts. 1 , 3 y 9 de 

la Ley de 23 de julio de 1908 , sobre nulidad de los contratos de préstamos usurarios y de la 

jurisprudencia representada por la sentencia 628/2015, de 25 de noviembre.2  .- En el 

desarrollo del motivo se argumenta que la sentencia recurrida incurre en la infracción 

denunciada porque "el tipo de interés normal del mercado con el que ha de hacerse la 

comparación es el de otros créditos al consumo, no el de otras tarjetas [...] porque una tarjeta 

de crédito revolving es una tarjeta de consumo". TERCERO. - Decisión del tribunal: 

reiteración de la doctrina sentada en la sentencia 149/2020, de 4 de marzo 1  .- En la sentencia 

628/2015, de 25 de noviembre , invocada por la recurrente, la cuestión planteada en el recurso 

no consistía en determinar cuál era el término comparativo que ha de utilizarse como 

indicativo del "interés normal del dinero" en el caso de las tarjetas revolving. Lo que en el 

recurso resuelto por aquella sentencia se cuestionaba era la decisión de la Audiencia 

Provincial de considerar como "no excesivo" un interés que superaba ampliamente (en 

prácticamente el doble) el índice fijado en la instancia, y no discutido en el recurso, como 

significativo del "interés normal del dinero" y denegar por tal razón el carácter usurario del 

contrato de tarjeta revolving. Por el contrario, la cuestión planteada en este recurso, que 



 

 

consiste en determinar cuál debe ser el término comparativo que ha de utilizarse como 

indicativo del "interés normal del dinero" en el caso de las tarjetas revolving, ha sido resuelta 

en la sentencia del pleno de esta sala 149/2020, de 4 de marzo  . No existen razones para 

apartarse de la doctrina sentada en esa sentencia, que reproduciremos en lo fundamental.2.- 

En la citada sentencia 149/2020, de 4 de marzo  , afirmamos que para determinar la referencia 

que ha de utilizarse como "interés normal del dinero" para realizar la comparación con el 

interés cuestionado en el litigio y decidir si el contrato es usurario, debe utilizarse el tipo 

medio de interés, en el momento de celebración del contrato, correspondiente a la categoría 

a la que corresponda la operación crediticia cuestionada. Y que, si existen categorías más 

específicas dentro de otras más amplias (como sucede con la de tarjetas de crédito y 

revolving, dentro de la categoría más amplia de operaciones de crédito al consumo), deberá 

utilizarse esa categoría más específica, con la que la operación crediticia cuestionada 

presenta más coincidencias (duración del crédito, importe, finalidad, medios a través de los 

cuales el deudor puede disponer del crédito, garantías, facilidad de reclamación en caso de 

impago, etc.), pues esos rasgos comunes son determinantes del precio del crédito, esto es, de 

la TAE del interés remuneratorio.3.- También declaramos en aquella sentencia que, a estos 

efectos, es significativo que actualmente el Banco de España, para calcular el tipo medio 

ponderado de las operaciones de crédito al consumo, no tenga en cuenta el de las tarjetas de 

crédito y revolving, que se encuentra en un apartado específico.4.- En el presente caso, la 

cuestión controvertida objeto del recurso de casación se ciñe a determinar cuál es el interés 

de referencia que debe tomarse como "interés normal del dinero". La Audiencia Provincial 

ha utilizado el interés específico de las tarjetas de crédito y revolving y la recurrente 

considera que debió utilizar el interés de los créditos al consumo en general.5.- Al igual que 

declaramos en la anterior sentencia 149/2020, de 4 de marzo  , el índice que debe ser tomado 

como referencia es el tipo medio aplicado a las operaciones de crédito mediante tarjetas de 

crédito y revolving con las que más específicamente comparte características la operación 

de crédito objeto de la demanda. No puede aceptarse la tesis de la recurrente de que el interés 

de referencia que debe emplearse para decidir si el interés del contrato cuestionado es 

"notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las 

circunstancias del caso" es el general de los créditos al consumo y no el más específico de 

las tarjetas de crédito y revolving que es utilizado en la sentencia recurrida.6.- Los hechos 

fijados en la instancia, que deben ser respetados en el recurso de casación, consisten en que 

los datos obtenidos de la base de datos del Banco de España revelan que, en las fechas 

próximas a la suscripción del contrato de tarjeta revolving, la TAE aplicada por las entidades 

bancarias a las operaciones de tarjeta de crédito con pago aplazado era frecuentemente 

superior al 20% y que también era habitual que las tarjetas revolving contratadas con grandes 

entidades bancarias superasen el 23%, 24%, 25% y hasta el 26% anual.7.- Dado que la TAE 

de la tarjeta revolving contratada por la recurrente es, según declara la sentencia recurrida, 

del 24,5% anual, la Audiencia Provincial, al declarar que el interés remuneratorio no era 

"notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las 

circunstancias del caso" y que, por tal razón, el contrato de tarjeta revolving objeto del litigio 

no era usurario, no ha vulnerado los preceptos legales invocados, ni la jurisprudencia de esta 

sala que los interpreta, dado que el tipo de interés de la tarjeta estaba muy próximo al tipo 

medio de las operaciones con las que más específicamente comparte características".  

Con posterioridad a esta sentencia que veníamos aplicando el pleno del TS ha dictado 

la N.º 258/2023, de fecha 152-2032 de 15 -2 -2023. RECURSO DE CASACIÓN. NUM.: 



 

 

5790/2019, Ponente Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo que dice "... Jurisprudencia para 

la determinación del carácter usurario del interés remuneratorio pactado. «La ley española 

no establece ninguna norma al respecto. El art. 1 de la Ley de Usura , al acudir a una fórmula 

amplia (el interés notablemente superior al normal del dinero), emplea un adverbio para 

caracterizar ese exceso respecto del interés común del mercado («notablemente»), que exige 

una apreciación en cada caso. Un criterio así de abierto, no rígido, exige un juicio o 

valoración para cada caso, acorde con la búsqueda de la justicia del caso concreto. Esta 

fórmula legal se acomoda muy bien a un contexto de contratación y litigación como era el 

español antes de que hubiera irrumpido la litigación en masa, en la segunda década de este 

siglo. Pero en este nuevo contexto, siendo tantos los miles de litigios que versan sobre la 

misma cuestión, la aspiración de la justicia viene ahora connotada por la exigencia de dar un 

trato igual o equivalente a situaciones iguales o equivalentes, y facilitar la predecibilidad de 

las soluciones judiciales para dotar de mayor seguridad jurídica al mercado y al tráfico 

económico. Es lógico que, a falta de una previsión legal, se acuda a la jurisprudencia para 

conocer esos parámetros o criterios de valoración que faciliten la igualdad de trato. Hasta 

ahora este Tribunal Supremo no ha fijado un criterio uniforme para cualquier contrato, sino 

que ha ido precisándolo para cada caso controvertido. En la sentencia 628/2015, de 25 de 

noviembre , razonó que la TAE del contrato (24,6%) era superior al doble del tipo medio de 

referencia. Lo anterior no significa que el umbral de lo usurario estuviera fijado en todo caso 

en el doble del interés medio de referencia. De hecho, en la posterior sentencia 149/2020, de 

4 de marzo  , la TAE del contrato era 26,82% y el tipo medio de referencia algo superior al 

20% anual, y sin llegar ni mucho menos al doble del tipo de referencia, se declaró usurario 

en atención a la diferencia de puntos porcentuales, más de seis, que se consideró muy 

relevante. La sentencia, conocedora del precedente, justifica por qué no se podía seguir el 

mismo criterio del doble del interés normal de mercado: «El tipo medio del que, en calidad 

de "interés normal del dinero", se parte para realizar la comparación, algo superior al 20% 

anual, es ya muy elevado. Cuanto más elevado sea el índice a tomar como referencia en 

calidad de «interés normal del dinero», menos margen hay para incrementar el precio de la 

operación de crédito sin incurrir en usura. De no seguirse este criterio, se daría el absurdo de 

que para que una operación de crédito revolving pudiera ser considerada usuraria, por ser el 

interés notablemente superior al normal del dinero y desproporcionado con las circunstancias 

del caso, el interés tendría que acercarse al 50%». Y, al mismo tiempo, estima muy relevante 

la diferencia entre el interés convenido y el tipo medio de mercado, superior a 6 puntos: «(...) 

una diferencia tan apreciable como la que concurre en este caso entre el índice tomado como 

referencia en calidad de "interés normal del dinero" y el tipo de interés fijado en el contrato, 

ha de considerarse como "notablemente superior" a ese tipo utilizado como índice de 

referencia, a los efectos que aquí son relevantes». En la medida en que el criterio que vamos 

a establecer lo es sólo para un tipo de contratos, los de tarjeta de crédito en la modalidad 

revolving, en los que hasta ahora el interés medio se ha situado por encima del 15%, por lo 

argumentado en la citada sentencia 149/2020, de 4 de marzo  , consideramos más adecuado 

seguir el criterio de que la diferencia entre el tipo medio de mercado y el convenido sea 

superior a 6 puntos porcentuales. 5. De acuerdo con este criterio, si el tipo medio al tiempo 

de la contratación sería ligeramente inferior al 20%, el interés pactado (23,9% TAE) no 

supera los 6 puntos, por lo que no se considera notablemente superior al tipo medio». Se 

desestima el recurso de casación...".  



 

 

2) Aplicada esta doctrina al caso, con revisión de la valoración de las pruebas, 

se comparte la hecha por la juez de instancia para decretar la nulidad por usura de, ello 

por las siguientes consideraciones:  

-Como hemos dicho, la acción principal de la demanda y acogida por la sentencia es 

la de nulidad por usurario del contrato de tarjeta de crédito " revolving" 25 de abril del año 

2017, en el que se convino tipo de intereses nominal anual del 4% ,TAE del 26,82%.  

-El término de referencia para el test de usura es el precio habitual ofertado en el 

mercado para una categoría de productos equivalente y hay que estar a que ,según la última 

STS citada, respecto de los contratos anteriores a junio de 2010, a falta de un desglose 

especifico en los boletines estadísticos del Banco España, es adecuado tomar en 

consideración los productos más similares a los créditos revolving y a la información 

específica más próxima en el tiempo que es la que se ofreció en 2010 y, según el boletín 

estadístico el tipo medio TEDR ese año estaba en el 19,32,lógicamente, la TAE, al agregar 

las comisiones, sería ligeramente superior (entre 20 y 30 centésimas, en los niveles de interés 

que nos movemos, por lo que podemos partir de forma orientativa del índice de 2010 (19,32), 

con la corrección oportuna para adecuarlo a la TAE.  

Como dice la juez de instancia sí existiendo ,al tiempo de suscripción de la 

mencionada tarjeta publicación de los tipos medios de los créditos de dichas tarjetas los 

cuales se introdujeron con la Circular 1/2010, de 27 de enero del Banco de España y en el 

boletín de octubre de 2016 (apartado 19.4) se indican los tipos correspondientes a los años 

2011, 2012, 2013 y 2014 (11 - 20,45; 12 - 20,90; 13 - 20,68; 14 - 21,17), los años 2015, 2016, 

2017 y 2018 (15 - 21,13; 16 - 20,84; 17 - 20,80; 18 - 19,98), y en el año 2019 el promedio 

estuvo entre el 19 y el 20 ,y siendo el contrato en el caso del año 2017 el concreto del 20,80% 

.  

-Según ello, el interés del contrato en el caso, supera el anterior promedio en más de 

6 puntos, por lo que deben reputarse como notablemente superior al normal del dinero y 

usurario, siendo nuestro criterio el de estar a la TAE y no al TDR y que si no llega por unas 

décimas a ese diferencial al igual tiene este carácter por mor del criterio solo orientativo de 

la jurisprudencia citada”.  

El tipo medio para este producto en el año 2013, fecha de la contratación, era de un 

20,68% TEDR, lo que supone un TAE del 20,88-20,99%, siendo el tipo pactado de un 

26,82%, por lo que no se superaría el límite de incremento en seis puntos, por lo que la 

petición de usura debe ser desestimada.  

CUARTO: La sentencia de la sección novena de la Audiencia Provincial de Alicante 

de 13 de diciembre de 2024 realiza un estudio sobre los requisitos de incorporación y 

trasparencia, exponiendo: “A) La relevancia de la información precontractual en los créditos 

de duración indefinida con carácter revolvente o revolving y sus efectos en la transparencia 

material.  

             

El TJUE, en su sentencia de 16 de julio de 2020, c-224/19, c-259/19, resalta:  



 

 

             

"...el Tribunal de Justicia ha destacado que la exigencia de redacción clara y 

comprensible que figura en el  artículo 5 de la Directiva 93/13  se aplica, en cualquier caso, 

incluso cuando una cláusula está comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 4, 

apartado 2, de esa Directiva y aun cuando el Estado miembro de que se trate no haya 

transpuesto esta disposición. Tal exigencia no puede reducirse únicamente al carácter 

comprensible de la cláusula contractual en un plano formal y gramatical (  sentencia de 3 de 

marzo de 2020, Gómez del Moral Guasch, C-125/18 , apartado 46)..."..."dado que el sistema 

de protección establecido por la  Directiva 93/13  se basa en la idea de que el consumidor se 

halla en situación de inferioridad respecto al profesional en lo referente, en particular, al nivel 

de información, la mencionada exigencia debe entenderse de manera extensiva, esto es, en 

el sentido de que no solo impone que la cláusula en cuestión sea comprensible para el 

consumidor en un plano gramatical, sino también que el contrato exponga de manera 

transparente el funcionamiento concreto del mecanismo al que se refiere la cláusula de que 

se trate, así como, en su caso, la relación entre ese mecanismo y el prescrito por otras 

cláusulas, de manera que el consumidor esté en condiciones de valorar, basándose en criterios 

precisos e inteligibles, las consecuencias económicas que se deriven para él (véanse, en este 

sentido, las  sentencias de 30 de abril de 2014, Kásler y Káslerné Rábai, C-26/13 ,  

EU:C:2014:282 , apartados 70 a 73; de 3 de octubre de 2019, Kiss y CIB Bank,  C-621/17 ,  

EU:C:2019:820 , apartado 37, y de 3 de marzo de 2020, Gómez del Moral Guasch,  C- 125/18 

,  EU:C:2020:138  #, apartado 43)" (apartado 67)".  

             

Sobre la manera de practicar el control de transparencia el TJUE en la sentencia de 

20 de septiembre de 2017 dictada a propósito de los préstamos en divisa extranjera, declara 

en su apartado 47 que "...incumbe al juez nacional, al tener en cuenta el conjunto de 

circunstancias que rodearon la celebración del contrato, verificar que, en el asunto de que se 

trata, se comunicaron al consumidor todos los elementos que pueden incidir en el alcance de 

su compromiso, permitiéndole evaluar, en particular, el coste total de su préstamo".  

             

Y la  STS de 22 de febrero de 2023 : "...tal y como fue sintetizada en  nuestra sentencia 

213/2021, de 19 de abril :  

             

"El control de transparencia no se agota en el mero control de incorporación, sino que 

supone un plus sobre el mismo. Según se desprende inequívocamente de la jurisprudencia 

del TJUE (  SSTJUE de 21 de marzo de 2013, C-92/11, RWE Vertrieb ;  30 de abril de 2014, 

C26/13 , Kásler y Káslerne Rábai; 26 de febrero de 2015,  C-143/13 , Matei; y 23 de abril de 

2015,  C-96/14 , Van Hove), no solo es necesario que las cláusulas estén redactadas de forma 

clara y comprensible, sino también que el adherente pueda tener un conocimiento real de las 

mismas, de forma que un consumidor informado pueda prever, sobre la base de criterios 

precisos y comprensibles, sus consecuencias económicas...  



 

 

             

..."Tanto la jurisprudencia nacional como la comunitaria han resaltado la importancia 

que para la transparencia en la contratación con los consumidores tiene la información 

precontractual que se les facilita, porque es en esa fase cuando se adopta la decisión de 

contratar (por todas,  STJUE de 21 de marzo de 2013, asunto C-92/11, caso RWE Vertrieb ; 

y  STS 509/2020, de 6 de octubre  ). Así como que en el examen de la transparencia se 

deberán tener en cuenta "el conjunto de circunstancias en torno a la celebración del contrato" 

(  STJUE de 3 de marzo de 2020, Gómez del Moral Guasch, C-125/18 , apartado 70).".  

             

La  STS DE 8 DE JUNIO DE 2017 : "La información precontractual es la que 

permite realmente comparar ofertas y adoptar la decisión de contratar. No se puede 

realizar una comparación fundada entre las distintas ofertas si al tiempo de realizar 

la comparación el consumidor no puede tener un conocimiento real de la 

trascendencia económica y jurídica de alguno de los contratos objeto de 

comparación porque no ha podido llegar a comprender lo que significa en él una 

concreta cláusula, que afecta a un elemento esencial del contrato, en relación con las 

demás, y las repercusiones que tal cláusula puede conllevar en el desarrollo del 

contrato...".  

             

La  STS de 9 marzo de 2017 : "...el Tribunal de Justicia ha declarado que reviste una 

importancia fundamental para el consumidor disponer, antes de la celebración de un contrato, 

de información sobre las condiciones contractuales y las consecuencias de dicha celebración. 

El consumidor decide si desea quedar vinculado por las condiciones redactadas de antemano 

por el profesional basándose principalmente en  esa información (sentencia de 21 de marzo 

de 2013, RWE Vertrieb, C-92/11 ,  EU:C:2013:180 , apartado 44).  

             

»51 Por lo tanto, el examen del carácter abusivo, en el sentido del  artículo 3, apartado 

1, de la Directiva 93/13 , de una cláusula contractual relativa a la definición del objeto 

principal del contrato, en caso de que el consumidor no haya dispuesto, antes de la 

celebración del contrato, de la información necesaria sobre las condiciones contractuales y 

las consecuencias de dicha celebración, está comprendido dentro del ámbito de aplicación 

de la Directiva en general y del artículo 6, apartado 1, de ésta en particular».  

             

Además, son antecedentes normativos de interés con relación a la información a 

suministrar:  

             

La  Directiva 93/13/CEE .  



 

 

             

La  Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 

Crédito, en su artículo 48.2 compete al Ministerio de Economía y Hacienda, según dispone 

en la letra b), del apartado 2  "Determinar la información mínima que las entidades de crédito 

deberán facilitar a sus clientes con antelación razonable a que estos asuman cualquier 

obligación contractual con la entidad o acepten cualquier contrato u oferta de contrato, así 

como las operaciones o contratos bancarios en que tal información pre-contractual será 

exigible. Dicha información tendrá por objeto permitir al cliente conocer las características 

esenciales de los productos propuestos y evaluar si estos se ajustan a sus necesidades y, 

cuando pueda verse afectada, a su situación financiera".  

             

La Circular del Banco de España 8/1990, de 7 de septiembre, a Entidades de Crédito, 

sobre transparencia en las operaciones y protección de la clientela. En su norma segunda 

establece la información sobre los tipos de interés aplicados a la operación. En la norma 

sexta, establece la obligatoriedad de entregar los documentos contractuales y las tarifas de 

comisiones y normas de valoración, así como las normas sobre fechas de valoración 

aplicables a la operación. Los documentos relativos a operaciones activas o pasivas en las 

que intervenga el tiempo deberán recoger de forma explícita los siguientes extremos: ? El 

tipo de interés nominal que se utilizará para la liquidación de los intereses o, en caso de 

operaciones al descuento, los precios efectivos inicial y final de la operación. Igualmente se 

recogerán los recargos por aplazamiento aplicables. ? La periodicidad con que se producirá 

el devengo de intereses..., la fórmula o métodos utilizados para obtener, a partir del tipo de 

interés nominal, el importe absoluto de los intereses devengados y, en general, cualquier otro 

dato necesario para el cálculo de dichos intereses. ? Los derechos que contractualmente 

corresponden a las partes, en orden a la modificación del interés pactado o de las comisiones 

o gastos repercutibles aplicados; el procedimiento a que deben ajustarse tales 

modificaciones, que, en todo caso, deberán ser comunicadas a la clientela con antelación 

razonable a su aplicación, y los derechos de que, en su caso, goce el cliente cuando se 

produzca tal modificación. ? Los derechos del cliente en cuanto al posible reembolso 

anticipado de la operación.  

             

Ley 16/2009 de 13 de noviembre de servicios de pago.  

             

Orden EHA/1608/2010, de 14 de junio, sobre transparencia de las condiciones y 

requisitos de información aplicables a los servicios de pago.  

   

La Ley 2/2011 de 4 de marzo de economía sostenible. Esta norma, además de tratar 

la transparencia de forma clara, tiene especial importancia por cuanto contempla el concepto 



 

 

de la responsabilidad en la concesión de préstamos a consumidores otorgados por las 

entidades de crédito. Contempla la evaluación de solvencia.  

             

La Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo que incorpora al 

ordenamiento jurídico interno la  Directiva 2008/48/CEE . Y refuerza la información 

precontractual y contractual exigible.  

             

La Orden EAH/2899/2011 de 28 de octubre de transparencia y protección del cliente 

de servicios bancarios. Tal y como establece en su exposición de motivos "Con esta norma, 

se pretende cumplir una triple finalidad: i) concentrar y sistematizar en un único texto la 

normativa básica de transparencia, para mejorar su claridad y su accesibilidad para el 

ciudadano; ii) actualizar el conjunto de las previsiones relativas a la protección del cliente 

bancario, al objeto de racionalizar y aumentar las obligaciones de transparencia y racionalizar 

la conducta de las entidades de crédito, y iii) desarrollar los principios generales previstos en 

la  Ley de Economía Sostenible en lo que se refiere al préstamo responsable". Cuyo artº 6  

dispone "Las entidades de crédito deberán facilitar de forma gratuita al cliente de servicios 

bancarios toda la información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar una 

decisión informada sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta 

información deberá ser clara, oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de 

entregarse con la debida antelación en función del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, 

antes de que el cliente quede vinculado por dicho contrato u oferta.".  

             

Y recordemos que no nos encontramos ante un contrato de préstamo ordinario, sino 

ante una modalidad específica de contrato de tarjeta de crédito denominado " revolving ", 

con unas características muy determinadas, que vienen explicadas en el "Portal cliente 

bancario del Banco de España" de la siguiente manera:  

             

"Las tarjetas revolving son un tipo de tarjeta en la que dispones de un límite de crédito 

determinado, que puede devolverse a plazos, a través de cuotas periódicas. Éstas pueden 

establecerse como un porcentaje de la deuda existente o como una cuota fija; cuotas 

periódicas que puedes elegir y cambiar dentro de unos mínimos establecidos por la entidad.  

             

Su peculiaridad reside en que la deuda derivada del crédito se 'renueva' 

mensualmente: disminuye con los abonos que haces a través del pago de las cuotas, pero 

aumenta mediante el uso de la tarjeta (pagos, reintegros en cajero), así como con los intereses, 

las comisiones y otros gastos generados, que se financian conjuntamente.  



 

 

 Esta peculiaridad tiene sus consecuencias. Por una parte, si se paga una cuota 

mensual baja respecto al importe de la deuda, la amortización del principal se realizará a un 

plazo muy largo, lo que puede derivar en que tengas que pagar muchos intereses. Por otra, 

hace que no sea posible emitir un cuadro de amortización previo (como sí ocurre, por 

ejemplo, cuando contratas un préstamo), al variar la deuda y, en su caso, las cuotas mensuales 

a pagar.  

             

Por ello, de acuerdo a las buenas prácticas bancarias, se exige a las entidades especial 

diligencia en estos casos, que se concreta en lo siguiente:  

             

Aunque no te entreguen un cuadro de amortización, sí deben darte un detalle 

pormenorizado de las operaciones realizadas -con datos de referencia, fechas de cargo y 

valoración, tipos aplicados, comisiones y gastos repercutidos...- de forma que se refleje la 

deuda pendiente de la forma más clara posible.  

             

En los casos en los que la amortización del principal se vaya a realizar en un plazo 

muy largo, deberían facilitarte, de manera periódica (por ejemplo, mensual o 

trimestralmente) información sobre:  

   

- El plazo de amortización previsto, esto es, cuándo terminarás de pagar la deuda si 

no se realizasen más disposiciones ni se modificase la cuota;  

             

- Escenarios ejemplificativos sobre el posible ahorro que representaría aumentar el 

importe de la cuota, y  

             

- El importe de la cuota mensual que te permitiría liquidar toda la deuda en el plazo 

de un año.  

             

Además, cuando solicites aclaración sobre lo que has pagado y lo que debes, deben 

extremar la diligencia para tratar de facilitarte un detalle lo más completo posible.  

             

En el caso de que pidas conocer cuándo terminarás de pagar tu deuda te deben facilitar 

algún medio para que puedas conocer el tiempo estimado que te queda para amortizarla.  



 

 

             

Si pides saber el importe de lo que debes, para pagarlo, deben informarte teniendo en 

cuenta los posibles recibos o cuotas devengadas que tengas pendientes.  

             

Finalmente, en caso de que se produzcan ampliaciones del límite de crédito 

concedido, deben informarte específicamente de dicha ampliación, de la nueva cuota que 

debes pagar, y de la deuda acumulada hasta el momento, para que lo valores adecuadamente".  

             

También es oportuno hacer referencia a la Orden etd/699/2020, de 24 de julio, de 

regulación del crédito revolvente y por la que se modifica la orden eco/697/2004, de 11 de 

marzo, sobre la central de información de riesgos, la orden eha/1718/2010, de 11 de junio, 

de regulación y control de la publicidad de los servicios y productos bancarios y la orden 

eha/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios 

bancarios, nos dice en su Exposición de Motivos, que:  

             

"Los créditos de duración indefinida con carácter revolvente o revolving presentan 

ciertas especialidades que los hacen susceptibles de un tratamiento regulatorio diferenciado...  

   

... Las cuantías de las cuotas destinadas a la amortización del capital que el prestatario 

abona de forma periódica vuelve a formar parte de su crédito disponible (de ahí su nombre, 

revolvente o revolving ), por lo que constituye un crédito que se renueva de manera 

automática en cada vencimiento, de tal forma que en realidad es un crédito rotativo 

equiparable a una línea de crédito permanente.  

             

Sobre el capital dispuesto se aplica el tipo de interés pactado. En ocasiones, si se 

producen impagos o la cuantía de la cuota periódica es muy baja y no cubre los intereses, 

estas cantidades se capitalizan mediante nuevas disposiciones del crédito que, a su vez, 

generarán intereses.  

             

Estos créditos se comercializan mayoritariamente asociados a instrumentos de pago 

que prevén, de forma exclusiva o junto con otras modalidades de reembolso, la posibilidad 

de establecer una modalidad de pago aplazado flexible o revolving, lo que facilita su 

accesibilidad y la inmediatez en la realización de disposiciones del límite por el titular. En 

estos casos, aunque habitualmente el titular del instrumento de pago tiene la posibilidad de 

modificar su funcionamiento, pasando a operar alternativamente con la modalidad de pago 

diferido a fin de mes, las características de estos créditos pueden dar lugar a que la 



 

 

amortización del principal se realice con frecuencia en un período de tiempo muy 

prolongado, lo que supone el pago total de una cifra elevada de intereses a medio y a largo 

plazo o incluso el riesgo de que la deuda se prolongue de manera indefinida...  

             

...Hemos asistido en los últimos años a un aumento de la litigiosidad respecto de este 

producto, centrada fundamentalmente en el tipo de interés aplicado a estas operaciones, que 

en unas ocasiones acaba siendo declarado usurario y en otras abusivo y por lo tanto nulo. No 

obstante, la jurisprudencia va perfilando de forma cada vez más nítida los límites que afectan 

al diseño y comercialización del producto. A este mismo objetivo de reducir la litigiosidad y 

generar certidumbre responde esta orden. Lo hace, básicamente, estableciendo orientaciones 

a las entidades en relación con la valoración de la capacidad de devolución de sus clientes, 

detallando obligaciones en materia de transparencia que aseguran que, tanto antes de prestar 

su consentimiento, como durante toda la vigencia del contrato, los clientes comprenden 

correctamente las consecuencias jurídicas y económicas de estos productos, y evitando, en 

último término, que el desconocimiento sobre su funcionamiento y consecuencias 

económicas puedan conducirles a niveles de endeudamiento excesivo en algunos casos...  

             

.. Los objetivos a los que se orienta esta orden son varios. De un lado, contribuye a 

reducir el riesgo de prolongación excesiva del crédito y aumento de la carga final de la deuda 

más allá de las expectativas razonables del prestatario que contrata este producto. De otro, 

trata de reforzar la información que el prestatario recibe de la entidad, en el momento previo 

a la contratación, en el momento de realizarse esta y durante la vigencia del contrato. Esto 

ayudará al prestatario a contar con un conocimiento claro y específico del contenido y efectos 

asociados al servicio que va a contratar, así como a conocer periódicamente con precisión la 

deuda que mantiene con la entidad.  

             

Además, se introducen medidas conducentes a mejorar la información de la que 

disponen los prestamistas para realizar el análisis de la solvencia de los potenciales 

prestatarios, de forma que se puedan evitar situaciones de sobreendeudamiento que en 

numerosas ocasiones conducen a la postre a los prestatarios a no poder hacer frente a sus 

obligaciones financieras.  

             

Estas medidas, de refuerzo de la transparencia y de la evaluación de solvencia, cobran 

aún más relevancia en el contexto del impacto económico de las medidas de distanciamiento 

social establecidas para frenar la propagación del COVID-19. En efecto, las situaciones de 

vulnerabilidad económica pueden hacer acudir a la financiación con este tipo de productos 

para lo que debe contarse con las debidas garantías de que se dispone de la información 

adecuada, y de que la evaluación de solvencia es lo suficientemente sólida para prevenir 

futuras situaciones de endeudamiento insostenible...  



 

 

             

...El suministro de información deber realizarse en un momento previo a la 

suscripción del contrato en el que se prevea la posibilidad de obtener crédito, obligando a 

que la información con el contenido y el formato previstos en la  Ley 16/2011, de 24 de junio, 

de contratos de crédito al consumo, sea entregada a la persona física prestataria con la debida 

antelación a la firma del contrato, tal como se establece en el nuevo artículo 33  ter. El 

objetivo es asegurar que el cliente cuente en todo momento con un período de tiempo 

suficiente que le permita conocer adecuadamente el alcance y efectos del contrato. Además, 

si el contrato de crédito prevé entre las formas de reembolso del límite dispuesto el pago 

aplazado en modalidad revolving, a la obligación de entregar la información precontractual 

normalizada europea prevista en la Ley 16/2011, de 24 de junio, se adiciona el suministro de 

un ejemplo representativo de crédito revolving con dos opciones de cuota, con las 

características y elementos que establezca el Banco de España.".  

             

 Por ello establece que:  

             

Artículo 33 bis. Ámbito de aplicación.  

             

Este capítulo será de aplicación al crédito al consumo con interés de duración 

indefinida o de duración definida prorrogable de forma automática concedido a personas 

físicas en el que el crédito dispuesto no se satisface en su totalidad al final del período de 

liquidación pactado (crédito revolvente o revolving ), sin perjuicio de lo previsto en el 

artículo 33.  

             

Artículo 33 ter. Información precontractual.  

             

1. Cuando el contrato prevea la posibilidad de obtener el crédito señalado en el  

artículo 33 bis, adicionalmente a la obligación de suministrar al cliente la información 

normalizada europea con el contenido, formato y en los términos previstos en la Ley 16/2011, 

de 24 de junio , la entidad facilitará al cliente, en documento separado, que podrá adjuntarse 

a dicha información normalizada:  

             

a) una mención clara a la modalidad de pago establecida, señalando 

expresamente el  

término « revolving ».  



 

 

             

b) si el contrato prevé la capitalización de cantidades vencidas, 

exigibles y no  

satisfechas.  

             

c) si el cliente o la entidad tienen la facultad de modificar la modalidad 

de pago  

establecida, así como las condiciones para su ejercicio.  

             

d) un ejemplo representativo de crédito con dos o más alternativas de 

financiación determinadas en función de la cuota mínima que pueda establecerse para 

el reembolso del crédito con arreglo al contrato.  

             

 La información señalada en este apartado será proporcionará al cliente con la debida 

antelación a la suscripción del contrato.  

             

2. Con antelación a la firma del contrato, la entidad proporcionará al cliente la 

asistencia señalada en el  artículo 11 de la Ley 16/2011, de 24 de junio .  

             

3. Sin perjuicio de la sujeción de la publicidad realizada en vías públicas, 

lugares abiertos al público y, en particular, en centros comerciales al cumplimiento de la 

normativa reguladora de la publicidad sobre productos y servicios bancarios, la entidad 

extremará la diligencia en el cumplimiento de la obligación de asistencia previa a la 

formalización del contrato cuando el crédito se promocione u ofrezca a la clientela en estos 

casos, facilitando en ese momento explicaciones adecuadas de forma individualizada para 

que el potencial cliente pueda evaluar si el contrato de crédito, y en especial la modalidad de 

pago propuesta, se ajusta a sus intereses, a sus necesidades y a su situación financiera."...  

             

...Disposición transitoria única. Contratos en vigor.  

   

A los contratos que las entidades tengan suscritos con su clientela, a la fecha de 

entrada en vigor de esta orden ministerial, para la regulación de las condiciones de concesión 



 

 

del crédito referido en el nuevo  artículo 33 bis de la Orden EHA/2899/2011 , de 28 de 

octubre:  

             

a) les será de aplicación, a partir de dicho momento, las disposiciones contenidas en 

el  artículo tercero. Cuatro, excepto lo previsto en el nuevo    artículo 33 ter de la Orden 

EHA/2899/2011 , de 28 de octubre.".  

             

Ciertamente en la fecha del contrato de tarjeta revolving objeto de este 

procedimiento,  

todavía no estaba en vigor la actual normativa de transparencia.  

             

Pero como dice la  SAP de Asturias, sección 5, de 21 de diciembre de 2022  nº 

438/2022: "  Ley de Crédito al Consumo 16/2011 traspone la referida Directiva y en su art. 

10  establece la obligación del prestamista de informar previamente al consumidor 

especificando su contenido y, como instrumento, el modelo sobre información normalizada 

europea de su Anexo II (art. 10.2), pero también recoge, a continuación (art. 11), el deber del 

prestamista de asistir al consumidor antes de la perfección del contrato proporcionándole 

cuantas explicaciones sean necesarias para que aquél pueda alcanzar a conocer suficiente y 

adecuadamente las características esenciales del crédito y los efectos específicos que puede 

tener sobre el consumidor.  

            Dicho artículo (el 11) se manifiesta de forma inconcreta y abierta sobre ese 

deber de asistencia y el legislador posterga la facultad de concreción que en ese ámbito le 

otorga la Directiva.  

             

 Esto así, hasta el dictado de la  Orden ETP 699/2020, de 24 de julio, que modifica la 

2849/2011, de 28 de octubre, introduciendo un capítulo nuevo (el III bis art. 33  bis), 

dedicado en exclusiva a los contratos de crédito revolvente ante la litigiosidad que preside 

esta forma de financiación o concesión de crédito y el sobreendeudamiento que está 

generando, disponiendo un régimen sobre la información previa a contratar que debe de 

proporcionar el prestamista al consumidor con el fin de reforzar su contenido y que el 

consumidor adquiera un conocimiento claro y específico del contenido y efectos económicos 

de esta modalidad de crédito (preámbulo de la Orden); en concreto, y en lo que aquí interesa, 

reitera el deber de asistencia personal del  art. 11 de la Ley 16/2011  y establece que se 

adicionará a la información precontractual prevista en la antecitada Ley otra más que, entre 

otros aspectos, ilustra sobre la carga económica derivada del sistema de amortización diferida 

del capital dispuesto en el marco de un negocio de crédito revolvente, mediante el empleo 

de ejemplos representativos con dos o más alternativas de financiación en función de la cuota 

mínima de reembolso...  



 

 

   

... aun cuando el contrato es anterior a la modificación introducida por la Orden 

669/2020 en la Orden 2849/2011, de acuerdo con lo expuesto sobre la singularidad del 

sistema de amortización del crédito rotativo y sus consecuencias económicas para el 

consumidor, venía obligado el recurrente a brindar al actor, previamente a la conclusión del 

contrato, las explicaciones suficientes y adecuadas, alertándolo sobre la carga económica que 

podía suponer acogerse a una forma diferida de amortización y el recurrente no ha acreditado 

haber procedido así.".  

             

O la  SAP de Murcia, sección, 1 de 15 de diciembre de 2022  nº 408/2022: "Dado que 

en la fecha del contrato de tarjeta revolving objeto de este procedimiento, concertado en 

2006, todavía no estaba en vigor la actual normativa de transparencia (Ley 16/2011, de 24 

de junio, de contratos de crédito al consumo, la Orden 2899/2011, de 28 de octubre, de 

transparencia y protección del cliente de los servicios bancarios o la actual redacción del  

artículo 83 TRLGDCU  dada por la Ley 5/2019) tiene razón la parte apelante cuando afirma 

en su recurso que no es posible aplicar dicha normativa con efectos retroactivos. También al 

alcance de la información a facilitar al consumidor, como consecuencia de las características 

que se han señalado del crédito revolving está limitada pues no resulta posible emitir un 

cuadro de amortización previo por la variabilidad de las cuotas mensuales -por lo menos 

mediante el pago de cuota variable- por depender del capital pendiente y las disposiciones 

realizadas, el alcance de la información al consumidor en la fecha de la contratación no es 

equivalente al exigible en el momento actual.  

             

15.- Ahora bien, como señala la  SAP Cantabria (2ª) 243/22, de 9 de mayo , "... no es 

menos cierto que debía de ofrecerse una suficiente información en la fase precontractual para 

que el consumidor pudiera evaluar el coste de su crédito, pues la modalidad de crédito 

revolvente -admitidas por ambas partes en sus escritos- supera por su naturaleza 

manifiestamente en complejidad a los contratos de préstamo o de apertura de crédito 

ordinarios y agrava la posición del consumidor para que pueda apercibirse, antes de contratar 

y más allá de la fijación concreta del tipo de interés aplicable, de la verdadera carga jurídica 

y económica que el contrato implica por la propia forma en que se desarrolla o desenvuelve". 

En términos semejantes, la  SAP Salamanca (1ª) 353/22, de 4 de abril , señala que " Las 

características y peculiaridades de este tipo de operaciones de crédito expuestas, hace 

exigible que por parte de la entidad bancaria se ofrezca al cliente una información previa, 

clara y completa sobre su funcionamiento para que el consumidor pueda conocer el alcance 

real de los efectos económicos en la aplicación del interés retributivo pactado y en definitiva 

la carga económica que iba a asumir al contratar esta modalidad de crédito, pues si bien 

ciertamente todo consumidor sabe que contratar una operación de crédito tiene un coste, pues 

conlleva el pago de un interés -en este caso figura el TIN y TAE en la primera página del 

contrato-, no tiene porqué conocer el funcionamiento de este tipo de créditos revolving en 

los que los intereses y comisiones devengados se capitalizan para devengar el interés 

remuneratorio y el límite del crédito se recompone constantemente, de modo que si las cuotas 



 

 

no son muy elevadas en comparación con la deuda pendiente, se puede llegar a pagar durante 

mucho tiempo una elevada cantidad de intereses frente a poca amortización de capital.".  

             

B) No obstante, y aunque se refiere a un supuesto de valoración de la gravedad de un 

incumplimiento resolutorio, resulta sugerente a estos efectos la  sentencia 39/2021, de 2 de 

febrero  al entender que: "[...] A estos efectos, aun cuando el  art. 24 de la Ley 5/2019, de 15 

de marzo , reguladora de los contratos de crédito inmobiliario (LCCI), no es de aplicación a 

los contratos cuyo vencimiento anticipado se hubiera producido antes de la entrada en vigor 

de tal ley, para valorar la gravedad de un incumplimiento resolutorio resultan ilustrativos y 

pueden servir como pauta orientativa los criterios fijados por el legislador en el mencionado 

precepto para permitir al prestamista reclamar el reembolso total adeudado del préstamo 

[...]".  

             

De modo que esta Orden de 2020, en realidad lo que pone claramente de manifiesto 

es la dificultad que entraña este producto y la necesidad de una suficiente información 

precontractual imprescindible para que el consumidor medio pueda comprender el alcance 

de la carga jurídica y económica de lo que contrata.  

             

Pero esta dificultad de comprensión necesitada de esa imprescindible información 

precontractual, ya existía desde el primer momento en que se comercializó este tipo de 

productos y hemos visto que también existía normativa sobre transparencia orientada 

precisamente a exigir que se suministrase la información imprescindible para la contratación 

con conocimiento de causa.  

             

De modo que la única información eficaz es la que resulta explícitamente suficiente 

para evitar lo que ya detectó el  Tribunal Supremo en su sentencia de 4 de marzo 2020 , un 

cliente cautivo: "las propias peculiaridades del crédito revolving, en que el límite del crédito 

se va recomponiendo constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy elevadas 

en comparación con la deuda pendiente y alargan muy considerablemente el tiempo durante 

el que el prestatario sigue pagando las cuotas con una elevada proporción correspondiente a 

intereses y poca amortización del capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario 

en un deudor "cautivo", y los intereses y comisiones devengados se capitalizan para devengar 

el interés remuneratorio.".  

             

Y esa información no podía ser otra que la ya prevista anteriormente y la más explícita 

expuesta en la citada Orden de 2020, que interpreta y/o aclara la cuestión relativa al 

suministro de la imprescindible información necesaria en esta clase de productos. 



 

 

Especialmente con las adecuadas simulaciones aclaratorias del desenvolvimiento del 

instrumento financiero.  

             

C) Incluso, a pesar de la antes citada Disposición Transitoria Única, quizá podrían 

resultar ilustrativas resoluciones como las  SSTS de 18 de noviembre de 2013  y  de 17 de 

octubre de 2012  "El nuevo precepto legal, con independencia de las diversas cuestiones que 

pueda sugerir cuya exégesis no corresponde aquí efectuar, suscita ahora dos consideraciones 

relevantes para el juicio jurisdiccional. Por un lado releva al Tribunal de tener que unificar 

la doctrina jurisprudencial existente, porque es el propio legislador el que ha establecido la 

norma a seguir, y la segunda, que, al tener la norma valor aclaratorio o interpretativo, debe 

atribuírsele efecto retroactivo, porque si bien el  art. 2.3 CC  dispone que las leyes no tendrán 

efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario, la regla "tempus regit actum" que recoge 

tiene diversas excepciones y entre ellas cuando se trate de "normas interpretativas o 

aclaratorias " (  SS. 22 de octubre de 1.990 ,  6 de marzo de 1.991 ,  9 de abril de 1.992 ,  24 

de noviembre de 2.006  y  20 de abril de 2.009 , entre otras).". También la  STS de 20 de 

mayo de 2015 .  

             

O la  STS de 27 de julio de 2010  "la Ley de 1989 al regular la liquidación del 

usufructo se limitó a explicitar unas reglas silenciadas, sin introducir modificación alguna, 

siendo plenamente de aplicación la doctrina mantenida en la  sentencia 725/2009, de 18 de 

noviembre : " si bien el  art. 2.3 del Código Civil  dispone que las leyes no tendrán efecto 

retroactivo si no dispusieren lo contrario, la regla "tempus regit actum" que recoge tiene 

diversas excepciones y entre ellas cuando se trate de "normas interpretativas o aclaratorias " 

(  SS. 22 de octubre de 1.990 ,  6 de marzo de 1.991 ,  9 de abril de 1.992 ,  24 de noviembre 

de 2.006  y  20 de abril de 2.009  ).  

             

31. Esta es la tesis que late en la sentencia recurrida, que no solo sustenta su decisión 

en la aplicación retroactiva de la  Ley 19/1989 a "un hecho anterior", sino en el valor 

aclaratorio o interpretativo, del artículo 68  del texto refundido de la Ley de 1989.".  

   

 Insistiendo en la información precontractual, también podemos citar la  SAP A 

Coruña, sección 3, de 19 de diciembre de 2022  nº496/2022: "...en el caso de las cláusulas 

que regulan el interés remuneratorio en un contrato revolving, no es suficiente la información 

proporcionada sobre la TAE aplicable o el importe del límite mensual de pago.  

             

Es exigible que por parte de la entidad financiera se ofrezca al cliente una información 

previa, clara y completa sobre su funcionamiento para que el consumidor pueda conocer el 

alcance real de los efectos económicos en la aplicación del interés retributivo pactado y en 



 

 

definitiva la carga económica que iba a asumir al contratar esta modalidad de crédito, pues 

si bien todo consumidor sabe que contratar una operación de crédito tiene un coste, pues 

conlleva el pago de un interés, ello no determina el conocimiento de este tipo de tarjetas de 

pago aplazado y créditos revolving, de funcionamiento complejo y difícil comprensión para 

un consumidor medio. Véase las exigencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo sobre 

el deber de información sobre las consecuencias de la llamada cláusula suelo. En el presente 

caso, los efectos económicos del contrato para consumidor y su carga económica, todavía 

son de más difícil comprensión, al enmascararse ante un mecanismo complicado. La entidad 

bancaria debe informar sobre la relación entre la cuantía de la amortización del capital y el 

devengo de intereses, que no puede inferirse en este caso de la simple lectura del contrato 

aportado con la demanda, realizando una clara proyección de los resultados finales ante 

diversos supuestos.  

             

De la prueba practicada, no cabe deducir que se hubiera proporcionado a la 

demandante  

la referida información con carácter previo, no aportándose documentación explicativa o 

informativa alguna en la que se pudiera haber introducido ejemplos o simulaciones de 

diferentes escenarios posibles que le permitieran a aquella comprender su funcionamiento y 

las consecuencias económicas que el sistema revolving representaba.  

             

La Ley de Crédito al Consumo no sólo establece un deber de información previa al 

contrato, con la debida antelación y antes de que el consumidor asuma cualquier obligación 

sino que también impone al prestamista la obligación de facilitar explicaciones adecuadas de 

forma individualizada para que el consumidor pueda evaluar si el contrato se ajusta a sus 

intereses, necesidades y su situación financiera, explicando no sólo la información 

precontractual, sino también las características esenciales de los productos propuestos y los 

efectos específicos que puedan tener sobre el consumidor, incluidas las consecuencias por 

impago.  

             

12.- El control de transparencia efectuado no supone un control del precio estipulado, 

ni en un reproche social u económico a un determinado producto del mercado financiero. Se 

ha realizado un control objetivo sobre el clausulado del contrato y del proceso de 

contratación. La  Directiva 93/13  no exige que el consumidor real y concreto, es decir la 

persona que haya celebrado el contrato, haya entendido la cláusula o el método de cálculo 

del interés. Ese análisis individual corresponderá hacerlo en una acción sobre la validez del 

consentimiento del consumidor contratante. Por eso el TJUE introduce la figura del 

consumidor medio. Lo que exige el TJUE es que la cláusula sea comprensible para un 

consumidor medio, tanto desde el punto de vista gramatical, como desde el punto de vista de 

la información a su disposición. No se trata de valorar si el consumidor contratante ha 

entendido la cláusula (valoración subjetiva) sino si un consumidor contratante ha dispuesto 



 

 

de la información necesaria para asegurar que un consumidor medio la hubiera entendido 

(valoración objetiva). En el presente caso, se entiende que no.".  

             

La Ley de Crédito al Consumo no sólo establece un deber de información previa al 

contrato, con la debida antelación y antes de que el consumidor asuma cualquier obligación 

sino que también impone al prestamista la obligación de facilitar explicaciones adecuadas de 

forma individualizada para que el consumidor pueda evaluar si el contrato se ajusta a sus 

intereses, necesidades y su situación financiera, explicando no sólo la información 

precontractual, sino también las características esenciales de los productos propuestos y los 

efectos específicos que puedan tener sobre el consumidor, incluidas las consecuencias por 

impago.  

             

Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, no excluye el 

derecho del consumidor a obtener una información individualizada, como señala el artículo 

11 de la referida norma: "Los prestamistas y, en su caso, los intermediarios de crédito 

facilitarán al consumidor explicaciones adecuadas de forma individualizada para que éste 

pueda evaluar si el contrato de crédito propuesto se ajusta a sus intereses, a sus necesidades 

y a su situación financiera, si fuera preciso explicando la información precontractual, las 

características esenciales de los productos propuestos y los efectos específicos que pueden 

tener sobre el consumidor, incluidas las consecuencias en caso de impago por parte del 

mismo.".  

             

En parecidos términos, el  artículo 6 de la Orden EHA/2899/2011 , de 28 de octubre, 

de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios señala: "Las entidades de 

crédito deberán facilitar de forma gratuita al cliente de servicios bancarios toda la 

información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar una decisión informada 

sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta información deberá ser clara, 

oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de entregarse con la debida antelación 

en función del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, antes de que el cliente quede 

vinculado por dicho contrato u oferta.".  

             

La  SAP de Zaragoza, sección, 5 de 28 de octubre de 2022  nº 958/2022: "...en el 

marco contractual del crédito revolvente, cobran especial relevancia los siguientes 

parámetros:  

             

1. La posibilidad de disponer de la información precontractual con la debida 

antelación para su estudio sosegado.  



 

 

             

La  sentencia del TJUE de 21 de diciembre de 2016 (caso Gutiérrez Naranjo  ) abunda 

en esta idea al señalar: "50 Ahora bien, a este respecto, el Tribunal de Justicia ha declarado 

que reviste una importancia fundamental para el consumidor disponer, antes de la 

celebración de un contrato, de información sobre las condiciones contractuales y las 

consecuencias de dicha celebración. El consumidor decide si desea quedar vinculado por las 

condiciones redactadas de antemano por el profesional basándose principalmente en  esa 

información (sentencia de 21 de marzo de 2013, RWE Vertrieb, C-92/11 ,  EU:C:2013:180 , 

apartado 44).  

             

Y esto es así porque, como dice la  sentencia del Tribunal Supremo 170/2018, de 23 

de marzo , "la información precontractual es la que permite realmente comparar ofertas y 

adoptar la decisión de contratar."  

             

Según el Banco de España (Memoria del Servicio de Reclamaciones de 2009), "La 

información precontractual es esencial para que el cliente pueda seleccionar la entidad con 

la que se unirá financieramente durante el tiempo que dure el contrato, ya que, frente al 

derecho de la entidad a autorizar o no las operaciones solicitadas por sus clientes (y en las 

condiciones que considere oportunas), el cliente tiene derecho a comparar las ofertas que le 

presentan las entidades que operan en el mercado, de modo que esta elección mutua vaya 

precedida de un período de reflexión y aceptación por ambas partes."  

             

Cuando esta información precontractual no se proporciona de forma presencial, las 

entidades prestamistas deben extremar la diligencia para suministrar al cliente potencial una 

cuidadosa información a fin de que comprenda correctamente las consecuencias jurídicas y 

económicas de estos productos teniendo en cuenta que este no puede trasladarle sus dudas.  

             

 El hecho de que esta información se pueda suministrar de forma escrita "en papel o 

en cualquier otro soporte duradero" como autoriza el  art. 10.2 de Ley 16/2011, de 24 de 

junio , de contratos de crédito al consumo, no excluye el derecho del consumidor a obtener 

una información individualizada, como señala el  artículo 11 de la referida norma : "Los 

prestamistas y, en su caso, los intermediarios de crédito facilitarán al consumidor 

explicaciones adecuadas de forma individualizada para que éste pueda evaluar si el contrato 

de crédito propuesto se ajusta a sus intereses, a sus necesidades y a su situación financiera, 

si fuera preciso explicando la información precontractual, las características esenciales de 

los productos propuestos y los efectos específicos que pueden tener sobre el consumidor, 

incluidas las consecuencias en caso de impago por parte del mismo."  

             



 

 

En parecidos términos, el  artículo 6 de la Orden EHA/2899/2011 , de 28 de octubre, 

de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios señala: "Las entidades de 

crédito deberán facilitar de forma gratuita al cliente de servicios bancarios toda la 

información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar una decisión informada 

sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta información deberá ser clara, 

oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de entregarse con la debida antelación 

en función del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, antes de que el cliente quede 

vinculado por dicho contrato u oferta."  

             

2. Además, y siempre en contratos como el que nos ocupa, es especialmente relevante 

hacer constar la TAE.  

             

La sentencia de pleno de TS de 25 de noviembre de 2015 (  Roj: STS 4810/2015  ) lo 

expresa del siguiente modo: "Este extremo es imprescindible (aunque no suficiente por sí 

solo) para que la cláusula que establece el interés remuneratorio pueda ser considerada 

transparente, pues no solo permite conocer de un modo más claro la carga onerosa que para 

el prestatario o acreditado supone realmente la operación, sino que además permite una 

comparación con los préstamos ofertados por la competencia." Y lo reitera de forma rotunda 

la de 4 de marzo 2020 (  Roj: STS 600/2020  ): "La expresión de la TAE es requisito 

imprescindible, aunque no suficiente por sí solo, para que la cláusula que establece el interés 

remuneratorio pueda ser considerada transparente."  

             

Siguiendo las enseñanzas de la  sentencia de 9 de mayo de 2013  (cláusula suelo), 

consideramos que la TAE debe ser fácilmente aprehensible sin necesidad de tener que acudir 

al clausulado del contrato.  

             

Pero tal como dice el TS, la mención de la TAE no es suficiente por sí sola dadas las 

características de este tipo de contratos, cuya peculiaridad reside en que, a medida que la 

deuda va siendo saldada, ese dinero vuelve a estar disponible para que el titular haga uso de 

él, convirtiendo este medio de pago en una vía de financiación similar a una línea de crédito, 

lo que se conoce como crédito rotativo.  

             

Así pues, la carga jurídica y económica del contrato no resulta solo de la TAE, sino 

que, para comprenderla, habrá de completarse esta información con la que resulta del 

clausulado anexo, con el peligro de que una abrumadora cantidad de datos casi siempre de 

difícil lectura, pueda diluir la atención del consumidor, como dice la  sentencia TS de 9 de 

mayo de 2013  antes citada respecto de la cláusula suelo.  



 

 

             

3) Por último, aunque la mecánica de este producto impide confeccionar un cuadro 

de amortización, nada impide proporcionar ejemplos.  

             

Así lo impone actualmente y en relación a los créditos revolving, la Orden 

EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios 

bancarios, en su redacción de Orden ETD/699/2020, de 24 de julio, haciéndose eco del 

contenido de las sucesivas memorias del servicio de reclamaciones del Banco de España, 

que por lo menos desde el año 2009 venía advirtiendo del incremento de quejas de los 

usuarios acerca de la compleja forma de liquidación y el peligro de las ampliaciones 

automáticas cuando los pagos mensuales no son suficientes para amortizarla -logrando el 

efecto denominado "bola de nieve"-. Así, en la memoria del año 2013 se incluye ya una 

explicación más precisa del fenómeno, lo que se repite y amplía en los años posteriores. A 

partir del año 2015, reiterando lo ya afirmado, recomienda como buena práctica financiera 

que en los casos en que la amortización del principal se vaya a realizar en un plazo muy largo 

(o la forma de pago fuera el mínimo), se facilite de forma periódica información a su cliente 

sobre los siguientes extremos: i) El plazo de amortización previsto, teniendo en cuenta la 

deuda generada y pendiente por el uso de la tarjeta y la cuota elegida por el cliente (cuándo 

terminaría el cliente de pagarla deuda si no se realizasen más disposiciones ni se modificase 

la cuota). ii) Ejemplos de escenarios sobre el posible ahorro que representaría aumentar el 

importe de la cuota sobre el mínimo elegido.".  

             

La  SAP de Asturias, sección 5, de 21 de diciembre de 2022  nº 438/2022: "  Ley de 

Crédito al Consumo 16/2011 traspone la referida Directiva y en su art. 10  establece la 

obligación del prestamista de informar previamente al consumidor especificando su 

contenido y, como instrumento, el modelo sobre información normalizada europea de su 

Anexo II (art. 10.2), pero también recoge, a continuación (art. 11), el deber del prestamista 

de asistir al consumidor antes de la perfección del contrato proporcionándole cuantas 

explicaciones sean necesarias para que aquél pueda alcanzar a conocer suficiente y 

adecuadamente las características esenciales del crédito y los efectos específicos que puede 

tener sobre el consumidor.  

             

Dicho artículo (el 11) se manifiesta de forma inconcreta y abierta sobre ese deber de 

asistencia y el legislador posterga la facultad de concreción que en ese ámbito le otorga la 

Directiva.  

             

Esto así, hasta el dictado de la  Orden ETP 699/2020, de 24 de julio, que modifica la 

2849/2011, de 28 de octubre, introduciendo un capítulo nuevo (el III bis art. 33  bis), 

dedicado en exclusiva a los contratos de crédito revolvente ante la litigiosidad que preside 



 

 

esta forma de financiación o concesión de crédito y el sobreendeudamiento que está 

generando, disponiendo un régimen sobre la información previa a contratar que debe de 

proporcionar el prestamista al consumidor con el fin de reforzar su contenido y que el 

consumidor adquiera un conocimiento claro y específico del contenido y efectos económicos 

de esta modalidad de crédito (preámbulo de la Orden); en concreto, y en lo que aquí interesa, 

reitera el deber de asistencia personal del  art. 11 de la Ley 16/2011  y establece que se 

adicionará a la información precontractual prevista en la antecitada Ley otra más que, entre 

otros aspectos, ilustra sobre la carga económica derivada del sistema de amortización diferida 

del capital dispuesto en el marco de un negocio de crédito revolvente, mediante el empleo 

de ejemplos representativos con dos o más alternativas de financiación en función de la cuota 

mínima de reembolso...  

             

...no consta ni se ha acreditado la entrega de la información normalizada europea 

previamente a la conclusión del contrato, ni los ejemplos que en ella se contienen sobre el 

coste del crédito son ilustrativos para el supuesto de un crédito revolvente, pues, más 

cabalmente, se limitan a reflejar supuestos de crédito o préstamo simple sin referencia alguna 

a la cuota de amortización diferida por la que puede optar el consumidor y otra tanto cabe 

decir de los ejemplos contenidos en el contrato.".  

             

D) Y resulta que el conocimiento de la "carga jurídica" exige comprobar que la 

información suministrada permita al consumidor: Percibir que se trata de una cláusula que 

define el objeto principal del contrato, que incide o puede incidir en el contenido de su 

obligación de pago; y tener un conocimiento real y razonablemente completo de cómo juega 

o puede jugar en la economía del contrato, de forma que se garantice que el consumidor está 

en condiciones de obtener, antes de la conclusión del contrato, la información necesaria para 

poder tomar su decisión con pleno conocimiento de causa.  

             

En este caso, no existe una información precontractual suficiente para que el 

consumidor haya podido tener conocimiento de la carga jurídica y económica del contrato, 

faltando una adecuada información del funcionamiento del crédito revolving con pago 

aplazado, no constando tampoco herramientas o simulaciones adecuadas que faciliten la 

comprensión de unos intereses remuneratorios enmarcados en un producto de difícil 

comprensión en su desarrollo temporal aplazado por parte de un consumidor medio. Ningún 

ejemplo ilustra adecuadamente cómo funciona el revolving, aspecto este que consideramos 

esencial dadas las características de este producto en los términos que antes hemos reseñado.  

             

Y esta falta de transparencia material, consecuencia de la insuficiente información 

precontractual, resulta relevante pues como dice la  STS de 2 de noviembre de 2015 : "...la 

normativa sobre cláusulas abusivas en contratos concertados con consumidores no permite 



 

 

el control del carácter "abusivo" del tipo de interés remuneratorio en tanto que la cláusula en 

que se establece tal interés regula un elemento esencial del contrato, como es el precio del 

servicio, siempre que cumpla el requisito de transparencia, que es fundamental para asegurar, 

en primer lugar, que la prestación del consentimiento se ha realizado por el consumidor con 

pleno conocimiento de la carga onerosa que la concertación de la operación de crédito le 

supone y, en segundo lugar, que ha podido comparar las distintas ofertas de las entidades de 

crédito para elegir, entre ellas, la que le resulta más favorable.".  

             

También la  STS de 4 de marzo de 2020 : "La normativa sobre cláusulas abusivas en 

contratos concertados con consumidores no permite el control del carácter «abusivo» del tipo 

de interés remuneratorio en tanto que la cláusula en que se establece tal interés regula un 

elemento esencial del contrato, como es el precio del servicio, siempre que cumpla el 

requisito de transparencia.".  

             

A la vista de cuanto antecede, la cláusula controvertida no supera el control de 

transparencia material o reforzado en cuanto impide que el contratante pueda hacerse una 

representación correcta del impacto económico que le supondrá el crédito.  

             

En particular, no se explica que el pago de una cuota mensual baja respecto al importe 

de la deuda, dará lugar a que la amortización del principal se realice en un plazo muy largo, 

lo que puede derivar en que se tengan que pagar muchos intereses que, a su vez, acabarán 

siendo capitalizados para entrar a formar parte del principal en una rueda casi infinita, 

produciendo el efecto de mantener cautivo al consumidor con el señuelo de pagar una cuota 

muy pequeña, sin que la opción del pago total del saldo enerve dicha conclusión a la vista de 

que le perfil de este tipo de clientes hará la misma inoperante.  

             

E) Además consideramos que no se trata de confundir la "operación" en sí (el crédito 

revolving como contrato), con la cláusula de intereses remuneratorios en los términos a los 

que la  STS 367/2017, de 8 de junio  se refiere cuando dice que: "No puede confundirse la 

evaluación de la transparencia de una condición general cuando se enjuicia una acción 

destinada a que se declare la nulidad de la misma con el enjuiciamiento que debe darse a la 

acción de anulación de un contrato por error vicio en el consentimiento.".  

             

Pues como también continúa diciendo dicha sentencia: "No obstante, es cierto que en 

el control de abusividad de la cláusula no solo debe tomarse en consideración el contenido 

de la propia cláusula, la naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y las demás 

cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa. También es preciso tomar en 



 

 

consideración «todas las circunstancias concurrentes en el momento de su celebración», 

como prevén los arts. 4.1 de la Directiva y art. 82.3 TRLCU.  

   

Es por eso que, pese al carácter más objetivo del enjuiciamiento de la abusividad de 

las condiciones generales, cuando está en juego el control de transparencia, en el que la 

información al consumidor sobre la incidencia que la cláusula suelo tiene en el precio del 

contrato es fundamental, tienen relevancia las situaciones excepcionales en las que los 

consumidores, por sus circunstancias personales, se encuentren correctamente informados 

sobre la trascendencia de la cláusula. Cuando las cláusulas relativas al objeto principal del 

contrato no han sido conocidas y valoradas antes de la celebración del mismo por un defecto 

de transparencia, falta la base que permite excluir tales cláusulas del control de contenido, 

que es justamente la existencia de consentimiento del consumidor respecto de tales 

cláusulas.".  

   

En este caso, la cláusula de intereses remuneratorios ciertamente se inserta en un 

contrato revolvíng, pero esa propia cláusula contiene precisamente los elementos 

más esenciales que caracterizan dicho producto y además tampoco es descartable 

relacionar dicha cláusula con el resto del contrato del que forma parte y todas las 

circunstancias concurrentes en el momento de su celebración con relación al 

consumidor y a efectos del juicio de transparencia cualificado.  

             

En definitiva, la falta de transparencia material nos permite en este caso entrar en el 

control de abusividad de la cláusula cuestionada.  

             

SEGUNDO.-  La falta de transparencia material por defecto de información 

precontractual y el perjuicio del consumidor.  

             

A) No basta que la cláusula discutida no sea transparente, además es preciso que cause 

un perjuicio al consumidor. Perjuicio que debe además ser denunciado y puesto de relieve 

por el mismo.  

             

De hecho, el actual  artº 83 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre 

, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, dispone que: "Las condiciones 

incorporadas de modo no transparente en los contratos en perjuicio de los consumidores 

serán nulas de pleno derecho.".  



 

 

            Pero como nos dice la  STS 538/2019, DE 11 DE OCTUBRE : "Llama la 

atención que la argumentación del recurso contiene una referencia a la cláusula suelo, que 

no es objeto de enjuiciamiento ahora, hasta el punto de que en el suplico del recurso lo que 

se pide es la nulidad de la cláusula suelo. Y el escaso razonamiento referido a la falta de 

transparencia de la cláusula de determinación del interés variable es genérico, como lo era el 

que se contenía en la demanda. No se indica qué información se ha dejado de presentar con 

la transparencia necesaria para comprender su carga económica y jurídica, y lo que es más 

importante, a la vista de la jurisprudencia del TJUE, por qué habría de considerarse su 

inclusión contraria a las exigencias de la buena fe y qué desequilibrio importante de derechos 

y obligaciones entre las partes habría producido, en perjuicio del consumidor.  

             

4. Respecto de esto último, la  STJUE de 26 de enero de 2017  (Banco Primus, en un 

supuesto en que la cláusula controvertida se refiere al cálculo de los intereses ordinarios de 

un contrato de préstamo, y el juez nacional estimaba "que, pese a estar comprendida en el 

ámbito de aplicación del  artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 , esa cláusula no estaba 

redactada de manera clara y comprensible en el sentido de dicha disposición", el Tribunal de 

Justicia razona (en el apartado 64), que de apreciarse la falta de transparencia:  

             

"incumbe al órgano jurisdiccional remitente examinar el carácter abusivo de dicha 

cláusula y, en particular, si ésta causa, en detrimento del consumidor de que se trate, un 

desequilibrio importante entre los derechos y las obligaciones de las partes del contrato a la 

luz de las consideraciones expuestas en los apartados 58 a 61 de la presente sentencia [...]".  

             

Al respecto, el apartado 59 ilustra, con carácter general, cómo puede determinarse si 

una cláusula causa en detrimento del consumidor un "desequilibrio importante" entre 

derechos y las obligaciones de las partes que se derivan del contrato:  

             

"deben tenerse en cuenta, en particular, las normas aplicables en Derecho nacional 

cuando no exista un acuerdo de las partes en ese sentido. Mediante un análisis comparativo 

de ese tipo, el juez nacional podrá valorar si -y, en su caso, en qué medida- el contrato deja 

al consumidor en una situación jurídica menos favorable que la prevista por el Derecho 

nacional vigente. Asimismo, resulta pertinente a estos efectos examinar la situación jurídica 

en que se encuentra ese consumidor a la vista de los medios de que dispone con arreglo a la 

normativa nacional para que cese el uso de cláusulas abusivas (  sentencia de 14 de marzo de 

2013, Aziz, C-415/11 ,  EU:C:2013:164 , apartado 68)".  

   

El apartado 60 precisa en qué circunstancias se causa ese desequilibrio 

"contrariamente a las exigencias de la buena fe":  



 

 

             

"habida cuenta del decimosexto considerando de la  Directiva 93/13 , el juez nacional 

debe comprobar a tal efecto si el profesional podía estimar razonablemente que, tratando de 

manera leal y equitativa con el consumidor, éste aceptaría una cláusula de ese tipo en el 

marco de una negociación individual (  sentencia de 14 de marzo de 2013, Aziz, C415/11 ,  

EU:C:2013:164 , apartado 69).  

             

Y, conforme al apartado 61, en la apreciación del carácter abusivo de una cláusula 

contractual debe tenerse en cuenta "la naturaleza de los bienes o servicios que sean objeto 

del contrato" y "todas las circunstancias que concurran en su celebración" (  sentencias de 4 

de junio de 2009, Pannon GSM, C-243/08 ,  EU:C:2009:350 , apartado 39, y de 9 de 

noviembre de 2010, VB Pénzügyi Lízing,  C-137/08 ,  EU:C:2010:659 , apartado 42). De 

ello se desprende que, en esta perspectiva, deben apreciarse también las consecuencias que 

dicha cláusula puede tener en el marco del Derecho aplicable al contrato, lo que implica un 

examen del sistema jurídico nacional (  sentencia de 14 de marzo de 2013, Aziz, C-  

415/11 ,  EU:C:2013:164 , apartados 71 y jurisprudencia citada)"...  

   

...Y, en segundo lugar, si se hubiera llegado a apreciar la falta de transparencia de 

alguna información contenida en la cláusula, para juzgar sobre su carácter abusivo debería 

constatarse en qué medida, conforme a la jurisprudencia expuesta, su inclusión contraria las 

exigencias de la buena fe y qué desequilibrio importante de derechos y obligaciones entre 

las partes habría producido, en perjuicio del consumidor.".  

             

En este caso el consumidor cumple con lo requerido, pues en esencia mantiene que 

para tener un conocimiento cabal y conocer la carga jurídica y económica del contrato 

debería haber sido informado de cómo funciona el crédito revolving con pago aplazado. 

Añadiendo que la ausencia de estas herramientas y la falta de información, ha provocado que 

firmara el contrato sin información sobre su funcionamiento efectivo y sin saber que se 

convertía en rehén de una deuda, de modo que si hubiesen tenido la suficiente información 

no hubieran firmado el contrato.  

             

B) Por otra parte, la falta de transparencia material no necesariamente implica un 

perjuicio del consumidor.  

             

STS de 8 de junio de 2017 : "...Es posible que una condición general inserta en un 

contrato celebrado con un consumidor, pese a no ser transparente, no sea abusiva pues tal 

como afirmábamos en el apartado 250 de la sentencia 241/2013 «la falta de transparencia no 



 

 

supone necesariamente que [las condiciones generales] sean desequilibradas». En este 

mismo sentido, la  STJUE de 26 de enero de 2017, asunto C-421/14, caso Banco Primus , 

declaró que la falta de transparencia no eximía de realizar el juicio de abusividad, sino que 

simplemente permitía proyectarlo a los elementos esenciales del contrato:  

             

«64. Por lo que se refiere, por una parte, a la cláusula 3 del contrato controvertido en 

el litigio principal, relativa al cálculo de intereses ordinarios, el órgano jurisdiccional 

remitente ha señalado que, pese a estar comprendida en el ámbito de aplicación del  artículo 

4, apartado 2, de la Directiva 93/13 , esa cláusula no estaba redactada de manera clara y 

comprensible en el sentido de dicha disposición. En estas circunstancias, como señaló el 

Abogado General en el punto 61 de sus conclusiones, incumbe al órgano jurisdiccional 

remitente examinar el carácter abusivo de dicha cláusula y, en particular, si ésta causa, en 

detrimento del consumidor de que se trate, un desequilibrio importante entre los derechos y 

las obligaciones de las partes del contrato a la luz de las consideraciones expuestas en los 

apartados 58 a 61 de la presente sentencia. [...]»  

             

Tal afirmación se explica porque esa falta de transparencia puede ser, 

excepcionalmente, inocua para el adherente, pues pese a que el consumidor no pueda hacerse 

una idea cabal de la trascendencia que determinadas previsiones contractuales pueden tener 

en su posición económica o jurídica en el desarrollo del contrato, las mismas pueden no tener 

efectos negativos para el adherente.".  

             

Aunque a veces el perjuicio sufrido es inherente a la falta de transparencia material. 

Dice la  STS de 28 de marzo de 2023 , que: "...la cláusula de renuncia de acciones adolece 

de falta de transparencia, porque no consta acreditado que se hubieran facilitado al 

consumidor los datos e información exigible sobre las consecuencias jurídicas y económicas 

derivadas de dicha renuncia, que resultaban precisos para considerar que la misma fue fruto 

de un consentimiento libre e informado.  

   

 Como hemos declarado reiteradamente (por todas,  sentencia 63/2021, de 9 de 

febrero  ), "la consecuencia derivada de la falta de transparencia de la cláusula de renuncia 

al ejercicio de acciones, al no haber podido conocer el consumidor sus consecuencias 

jurídicas y económicas, consecuencias que no se advierten beneficiosas para el consumidor, 

es su consideración como abusiva, lo que lleva, por tanto, a que declaremos su nulidad de 

pleno derecho (  arts. 83 TRLGDCU ,  8.2 LCGC  y  6.1 de la Directiva 93/13  )".  

   

 C) Aclarado lo anterior, examinaremos cuál es el perjuicio para el consumidor 

derivado de la falta de transparencia material de la cláusula discutida.  



 

 

             

La  Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre las cláusulas 

abusivas en los contratos celebrados con consumidores nos dice que "...que los profesionales 

pueden cumplir la exigencia de buena fe tratando de manera leal y equitativa con la otra 

parte, cuyos intereses legítimos debe tener en cuenta...". Y en su artº 3.1 "Las cláusulas 

contractuales que no se hayan negociado individualmente se considerarán abusivas si, pese 

a las exigencias de la buena fe, causan en detrimento del consumidor un desequilibrio 

importante entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan del contrato.".  

             

La  STS de 9 marzo de 2017 : "...Como explica la doctrina, la regla de la irrelevancia 

del equilibrio económico del contrato sufre un cambio de perspectiva cuando esta parte del 

contrato no puede ser suficientemente conocida por el consumidor. En caso de que por un 

defecto de transparencia las cláusulas relativas al objeto principal del contrato no pudieran 

ser conocidas y valoradas antes de su celebración, faltaría la base para la exclusión del control 

de contenido, que es la existencia de consentimiento.".  

             

 La  STS de 26 de octubre de 2020 : "...reviste una importancia fundamental para el 

consumidor disponer, antes de la celebración de un contrato, de información sobre las 

condiciones contractuales y las consecuencias de dicha celebración. El consumidor decide si 

desea quedar vinculado por las condiciones redactadas de antemano por el profesional 

basándose principalmente en esa información".  

             

Y la  STS de 8 de junio de 2017 : "La información precontractual es la que permite 

realmente comparar ofertas y adoptar la decisión de contratar. No se puede realizar una 

comparación fundada entre las distintas ofertas si al tiempo de realizar la comparación el 

consumidor no puede tener un conocimiento real de la trascendencia económica y jurídica 

de alguno de los contratos objeto de comparación porque no ha podido llegar a comprender 

lo que significa en él una concreta cláusula, que afecta a un elemento esencial del contrato, 

en relación con las demás, y las repercusiones que tal cláusula puede conllevar en el 

desarrollo del contrato...".  

             

STS 367/16 de 3 junio de 2016 : "...como hemos resaltado en varias de las sentencias 

antes citadas, el art. 4.2 de la Directiva conecta esta transparencia con el juicio de abusividad, 

porque la falta de transparencia trae consigo un desequilibrio sustancial en perjuicio del 

consumidor, consistente en la privación de la posibilidad de comparar entre las diferentes 

ofertas existentes en el mercado y de hacerse una representación fiel del impacto económico 

que le supondrá obtener la prestación objeto del contrato según contrate con una u otra 

entidad financiera, o una u otra modalidad de préstamo, de entre los varios ofertados.".  



 

 

             

La  STS 8 de septiembre de 2015 : "7.- El TJUE ha establecido otro criterio para 

determinar en qué circunstancias se causa un desequilibrio importante entre los derechos y 

obligaciones de las partes pese a las exigencias de la buena fe. Consiste en que el juez 

nacional debe comprobar si el profesional podía estimar razonablemente que, tratando de 

manera leal y equitativa con el consumidor, este aceptaría una cláusula de este tipo en el 

marco de una negociación individual (  STJUE de 14 marzo 2013, asunto C-415/11, caso 

Mohamed Aziz , párrafo 69).".  

             

 La  STS de 8 de junio de 2017 : "La información precontractual es la que permite 

realmente comparar ofertas y adoptar la decisión de contratar. No se puede realizar 

una comparación fundada entre las distintas ofertas si al tiempo de realizar la 

comparación el consumidor no puede tener un conocimiento real de la trascendencia 

económica y jurídica de alguno de los contratos objeto de comparación porque no 

ha podido llegar a comprender lo que significa en él una concreta cláusula, que 

afecta a un elemento esencial del contrato, en relación con las demás, y las 

repercusiones que tal cláusula puede conllevar en el desarrollo del contrato...  

             

...Pero como ya advertimos en las  sentencias 138/2015, de 24 de marzo , y  334/2017, 

de 25 de mayo , ese no es el supuesto de las llamadas cláusulas suelo. La falta de 

transparencia en el caso de este tipo de condiciones generales provoca un desequilibrio 

sustancial en perjuicio del consumidor, objetivamente incompatible con las exigencias de la 

buena fe, consistente en la imposibilidad de hacerse una representación fiel del impacto 

económico que le supondrá obtener el préstamo con cláusula suelo en el caso de bajada del 

índice de referencia, lo que priva también al consumidor de la posibilidad de comparar 

correctamente entre las diferentes ofertas existentes en el mercado. Como dijimos en la  

sentencia 241/2013 , apartado 218, «la oferta como interés variable, no completada con una 

información adecuada, incluso cuando su ubicación permite percatarse de su importancia, se 

revela así engañosa y apta para desplazar el foco de atención del consumidor sobre elementos 

secundarios que dificultan la comparación de ofertas. El diferencial del tipo de referencia, 

que en la vida real del contrato con cláusula suelo previsiblemente carecerá de 

transcendencia, es susceptible de influir de forma relevante en el comportamiento económico 

del consumidor».  

             

Como apostillamos en la  sentencia 222/2015, de 29 de abril , «estas condiciones 

generales pueden ser declaradas abusivas si el defecto de transparencia provoca 

subrepticiamente una alteración no del equilibrio objetivo entre precio y prestación, que con 

carácter general no es controlable por el juez, sino del equilibrio subjetivo de precio y 

prestación, es decir, tal y como se lo pudo representar el consumidor en atención a las 

circunstancias concurrentes en la contratación».".  



 

 

             

La  STS de 4 de marzo de 2020 : "...Han de tomarse además en consideración otras 

circunstancias concurrentes en este tipo de operaciones de crédito, como son el público al 

que suelen ir destinadas, personas que por sus condiciones de solvencia y garantías 

disponibles no pueden acceder a otros créditos menos gravosos, y las propias peculiaridades 

del crédito revolving, en que el límite del crédito se va recomponiendo constantemente, las 

cuantías de las cuotas no suelen ser muy elevadas en comparación con la deuda pendiente y 

alargan muy considerablemente el tiempo durante el que el prestatario sigue pagando las 

cuotas con una elevada proporción correspondiente a intereses y poca amortización del 

capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario en un deudor «CAUTIVO», y los 

intereses y comisiones devengados se capitalizan para devengar el interés remuneratorio.".  

             

La  SAP de alicante, sección 8ª, nº 1300/22 de 21 de octubre : "No consta ninguna 

información adicional para que la actora pueda conocer las características de este singular 

contrato de crédito al consumo que puede llegar a convertirla en "deudora cautiva" al pagar 

continuamente intereses y, apenas, amortizar el capital. Ni siquiera consta en la 

documentación un ejemplo sobre la aplicación de este tipo de interés para que pueda conocer 

el tiempo que tardará en amortizar las cantidades dispuestas.  

             

La falta de transparencia de la forma en que opera la aplicación del interés 

remuneratorio nos lleva a considerar abusiva esta cláusula al impedir a la actora poder 

comparar las distintas ofertas sobre créditos al consumo existentes en el mercado.".  

             

La  SAP de Ourense, sección 1, de 22 de diciembre de 2022  nº 940/2022: "...ninguna 

eficacia cabe reconocer, en este sentido, a las declaraciones predispuestas que contiene la 

solicitud suscrita por la apelada, por las que reconocía haber tenido acceso, en soporte 

duradero a la información previa en el modelo normalizado europeo y haber recibido 

explicaciones adecuadas y obrar por cuenta propia, mostrando su conformidad con las 

condiciones particulares y condiciones generales de la tarjeta de crédito. Reiterada 

jurisprudencia ha afirmado la ineficacia de menciones predispuestas que consisten en 

declaraciones, no de voluntad, sino de conocimiento o fijación como ciertos de determinados 

hechos, que se revelan como fórmulas predispuestas por el profesional vacías de contenido 

real al resultar contradichas por los hechos (  STS de 13 de enero de 2017    y 24 de enero de 

2019 , entre otras).  

             

Y si no se puede tener por cumplido el deber de información precontractual que habría 

permitido al demandante adoptar su decisión de contratar con pleno conocimiento de aquello 

a lo que se comprometía, especialmente, y tratándose de una línea de crédito permanente 

cuyas disposiciones se reintegraban mediante cuotas mensuales, del alcance que tendría 



 

 

dicha obligación si a la devolución del crédito se sumaba el pago de intereses y otros gastos 

o comisiones, tampoco cabe entender que pudiera alcanzarse esa comprensibilidad sobre la 

carga económica y jurídica que podría suponer el contrato únicamente con su lectura."...  

             

...Con tales condiciones sin otra explicación que la contenida en el contrato, resulta 

impensable que el demandante pudiera llegar a conocer cómo se calcularían esos intereses y 

cuál sería su impacto económico en la cuota mensual que debía abonar, impidiéndole 

formarse una idea cabal sobre el alcance y duración de su obligación de pago.  

             

Por lo tanto, lo relevante no es que el tipo de interés a aplicar o la TAE esté clara, que 

en este caso lo está; sino que, aun así, lo que en modo alguno puede llegar a representarse el 

consumidor es la real carga económica que va a suponer para él ese contrato; máxime, como 

también recoge la juez en su Sentencia, cuando la entidad se reserva el derecho a modificar 

las condiciones del contrato de forma unilateral, como efectivamente llevó a cabo en el año 

2009 estableciendo un TAE de 26,90%.  

             

Consecuencia de todo lo expuesto, es que debamos concluir que las cláusulas relativas 

al interés remuneratorio, en cuanto determinan el coste del crédito pero no permiten 

comprender con claridad cuál será la carga económica que el titular asume al disponer del 

mismo, no cumplen el requisito de transparencia reforzada y no pueden considerarse 

válidamente incorporadas al contrato, debiendo reputarse nulas conforme a lo dispuesto en 

el  artículo 8.1 de la Ley sobre Condiciones Generales de la Contratación  en relación con el  

artículo 80.1 de la Ley para la Defensa de los Consumidores y Usuarios , debiendo destacarse 

que el propio sistema revolving no es de fácil comprensión, por lo que resulta imprescindible 

la información y, faltando ésta, el sistema revolving no supera el control de transparencia. Y 

esa falta de transparencia conforma el propio carácter abusivo de las cláusulas examinadas 

por cuanto trae consigo un desequilibrio sustancial en perjuicio del consumidor consistente 

en la privación de la posibilidad de comparar entre las diferentes ofertas existentes en el 

mercado y de hacerse una representación fiel del impacto económico que le supondría 

obtener la prestación objeto del contrato, según lo contrate con una u otra entidad financiera, 

o una u otra modalidad de préstamo entre los varios ofertados. Esta conexión entre 

transparencia material y abusividad ha sido resaltada por la  STJUE de 21 de diciembre de 

2016 (asuntos acumulados de C- 154/15 ,  C-307/15  y  C-308/15  ) y por la jurisprudencia 

del  Tribunal Supremo, en sentencias como la número 367/16 .".  

             

Las previsiones de los Principios de Derecho Europeo de los Contratos, formulados 

por la Comisión de Derecho Europeo de los Contratos («Comisión Lando»), que establecen 

el principio general de actuación de buena fe en la contratación (art. 1:201); prevén la nulidad 

de cláusulas abusivas sea cual fuere la condición (consumidor o no) del adherente, 

entendiendo por tales las que «causen, en perjuicio de una parte y en contra de los principios 



 

 

de la buena fe, un desequilibrio notable en los derechos y obligaciones de las partes derivados 

del contrato» (art. 4:110,1).  

             

En esta línea, la  SAP. Zaragoza (sección 5ª) de 28 de octubre de 2022 , declara que 

"el núcleo de la abusividad recae en la existencia de un desequilibrio importante en los 

derechos y obligaciones de las partes que cause un perjuicio al consumidor".  

             

D) La falta de transparencia material en este caso que nos ocupa se traduce en el 

desconocimiento de cómo funciona este producto y su incidencia en la cláusula 

relativa a los intereses de remuneratorios y su capitalización, lo que le causó un 

claro desequilibrio en los derechos y obligaciones de las partes con la consecuente 

abusividad de dicha cláusula, pues:  

             

-No tuvo la información necesaria para prestar un consentimiento debidamente 

informado, de modo que se vio privado de poder tomar una decisión con el suficiente 

conocimiento de causa sobre si le convenía o no contratar este tipo de productos.  

             

-No pudo comparar con otras ofertas y posibilidades de créditos al consumo. La falta 

de transparencia de la cláusula no es inocua para el consumidor, sino que provoca un grave 

desequilibrio, en contra de las exigencias de la buena fe, puesto que, al ignorar los graves 

riesgos que entrañaba la contratación, no puede comparar la oferta con las de otros productos 

y se compromete en un contrato que puede tener para él consecuencias ruinosas.  

             

-El funcionamiento revolving en el que se enmarca la cláusula discutida, se urdió en 

perjuicio del consumidor por ser contraria a la buena fe en el sentido de que el profesional 

no podía estimar razonablemente que tratando de manera leal y equitativa con el consumidor, 

este aceptaría, de haber tenido una información adecuada, una cláusula de esta naturaleza 

con altísimo riesgo de convertirse en un deudor cautivo.  

   

 -Incluso, tal y como este lo había percibido, la trascendencia jurídica o económica 

pasó inadvertida al consumidor porque se le da un inapropiado tratamiento y no se facilita al 

consumidor la información clara y adecuada sobre las consecuencias jurídicas y económicas 

de dicha cláusula en la caracterización y ejecución del contrato en la modalidad de 

aplazamiento con capitalización, incidiendo subrepticiamente en el equilibrio subjetivo de 

precio y prestación sobre el que el consumidor se representó el contrato desde el punto de 

vista económico y jurídico.  



 

 

             

Ya hemos visto en algunas de las resoluciones reseñadas, que los contratos " revolving 

" (apertura de crédito, o tarjetas), como el de autos son unos contratos en los que se dispone 

de un límite de crédito determinado, que puede devolverse a plazos, a través de cuotas 

periódicas. Éstas pueden establecerse como un porcentaje de la deuda existente o como una 

cuota fija; cuotas periódicas que se pueden elegir y cambiar dentro de unos mínimos 

establecidos por la entidad.  

             

Su peculiaridad reside en que la deuda derivada del crédito se 'renueva' 

mensualmente: disminuye con los abonos que se hacen a través del pago de las 

cuotas, pero aumenta mediante las peticiones de numerario o el uso de la tarjeta 

(pagos, reintegros en cajero), así como con los intereses, las comisiones y otros 

gastos generados, que se financian conjuntamente, incluyendo la capitalización de 

los intereses.  

             

Esta peculiaridad tiene sus consecuencias. Por una parte, si se paga una cuota mensual 

baja respecto al importe de la deuda, la amortización del principal se realizará a un plazo 

muy largo, lo que puede derivar en que se tengan que pagar muchos intereses. Por otra, hace 

que no sea posible emitir un cuadro de amortización previo (como sí ocurre, por ejemplo, 

cuando se contrata un préstamo), al variar la deuda y, en su caso, las cuotas mensuales a 

pagar.  

             

Como dice la  STS de 10 de Abril de 2023 , aunque sobre préstamos hipotecarios 

multidivisa, "...un consumidor medio, normalmente informado y razonablemente atento y 

perspicaz, puede conocer que las cuotas de un préstamo denominado en divisa extranjera, 

pero en el que los pagos efectivos se hacen en euros, pueden variar conforme fluctúe la 

cotización de la divisa. Pero ese consumidor no necesariamente puede conocer, sin la 

información adecuada, que la variación del importe de las cuotas debida a la fluctuación de 

la divisa puede ser tan considerable que ponga en riesgo su capacidad de afrontar los pagos.".  

             

En nuestro caso el consumidor podrá conocer cuál es el TAE de la operación y que 

puede aplazar los pagos debiendo pagar más por ello, pero no necesariamente que la oferta 

que se hace de amortización de capital fraccionado en cuotas de baja cuantía junto con la 

capitalización de intereses vencidos y no pagados, es notoriamente insuficiente en relación 

con el saldo pendiente al que un consumo ordinario lleva, creando la idea en el consumidor 

de que la deuda pueda amortizarse con esas cuotas mensuales en un tiempo razonable, 

poniendo en riesgo su capacidad de afrontar los pagos, convirtiéndose en un cliente cautivo.  

             



 

 

TERCERO.-  La nulidad por abusividad de la regulación contractual del interés 

remuneratorio afecta a la prestación esencial del cliente, de modo que su nulidad 

necesariamente afecta al conjunto del contrato que no puede subsistir sin esa cláusula (  

artículo 10 de la Ley sobre Condiciones Generales de la Contratación  ).  

             

La estimación del recurso lleva consigo las consecuencias restitutorias para la nulidad 

del contrato establecidas en el  art. 1303 CC , según el cual: "Declarada la nulidad de una 

obligación, los contratantes deben restituirse recíprocamente las cosas que hubiesen sido 

materia del contrato, con sus frutos, y el precio con los intereses, salvo lo que se dispone en 

los artículos siguientes".  

             

En este sentido, declara la  STS. 716/2016, de 30 de noviembre , en relación con el 

alcance de los efectos restitutorios de la nulidad contractual, que son de aplicación "... las 

reglas sobre la restitución integral de las prestaciones realizadas en cumplimiento de 

contratos declarados ineficaces y la interdicción del enriquecimiento sin causa (  sentencias 

de esta Sala núm. 81/2003, de 11 de febrero ,  325/2005, de 12 de mayo ; y  1385/2007, de 8 

de enero de 2008 , entre otras muchas).  

             

 Esta es la solución adoptada por los  arts. 1295.1  y  1303 CC , al regular los efectos 

de la rescisión o de la declaración de la nulidad del contrato, mediante una regla que obliga 

a devolver la cosa con sus frutos y el precio con sus intereses y que se aplica, también, a 

otros supuestos de ineficacia que produzcan consecuencias restitutorias de las prestaciones 

realizadas (  sentencias núm. 772/2001, de 20 de julio ;  812/2005, de 27 de octubre ;  

1385/2007, de 8 de enero ; y  843/2011, de 23 de noviembre  ), como sucede, como regla 

general, con la resolución de las relaciones contractuales".  

   

 En definitiva, procede acordar, incluso aunque no hubiera petición expresa de parte, 

"la restitución de las prestaciones realizadas, con inclusión de sus rendimientos", al ser "una 

consecuencia directa e inmediata de la norma" para evitar el enriquecimiento injusto, dado 

que "los desplazamientos patrimoniales realizados en cumplimiento del contrato inválido 

carecen de causa o fundamento jurídico.".  

   

En definitiva, declarada la nulidad del contrato referenciado en la demanda, la parte 

demandada deberá reintegrar el resto del capital recibido y no amortizado, así como la 

demandante los intereses y gastos indebidamente repercutidos con los intereses legales desde 

cada desembolso,  artº 1303 CC , precepto aplicable incluso de oficio, a determinar en 

ejecución de sentencia.  



 

 

   

QUINTO: La solicitud de contrato aparece numerada como hoja uno, 

contendiéndose dicha mención en el margen derecho, apareciendo la mención hoja dos en la 

tercera página del contrato, constando la firma del demandado en la primera y última página, 

con copia de su documento nacional de identidad, por lo que, dado el modo en el que se 

comercializaban este tipo de producto, en muchas ocasiones en establecimientos comerciales 

al margen de las entidades de crédito, no puede considerarse que las entidad demandadas 

hayan acreditado que se entregó la información del contrato con la suficiente antelación, 

desconociéndose como se facilitó la misma, o la información concreta aportada por la 

persona que realizó el contrato.  

   

Aunque en la primera página de contrato se indique que el cliente declara haber leído 

y dado su conformidad a las condiciones generales, ello no puede ser considerado prueba 

irrefutable de la aportación de la información.  

   

En esa solicitud, no se contiene la expresión revolving, sino solo que se trata de una 

solicitud de tarjeta, sin indicar siquiera si la modalidad es de crédito o débito, señalando 

incluso que, cuando mas se use, mas se ahorra en la renovación de la póliza.  

   

Como se ha expuesto, en esa primera página, no aparece la expresión revolving, 

indicando solo que se deberá abonar una pago mínimo mensual del 2,5% del saldo dispuesto, 

con un mínimo de 18 euros. Esa información hace creer al consumidor que se trata de un 

medio de pago flexible o menos gravoso, cuando, en realidad, al establecer dicho importe, 

lo que provoca es que la deuda siga aumentando al incrementarse el periodo de devolución 

y los intereses. Bajo la apariencia de sencillos pagos, de escaso importe, en realidad el crédito 

crece continuamente.  

En esa primer página no se contiene ningún ejemplo que permita al consumidor 

ilustrarse de forma más clara sobre el funcionamiento del contrato.  

   

No es sino hasta la cláusula quinta de las condiciones generales, sin que la misma 

aparezca resaltada respecto al resto de condiciones, cuando se vuelve a incidir en la cuestión 

de los intereses y gastos, condiciones que omiten nuevamente la expresión revolving, 

empleando el término tarjeta de crédito,  creando de esta manera en el consumidor la falsa 

percepción de que es un tarjeta de crédito corriente en la que, o bien se devuelve el capital 

dispuesto a final de mes sin intereses, o bien se devuelve dicho capital con los 

correspondientes intereses, pero nada se advierte sobre el incremento de la deuda.  

   



 

 

Dicha cláusula, aunque contenga la mención al TAE aplicado, no explica de forma 

correcta el funcionamiento del devengo de intereses.  

   

En consecuencia, no se puede considerar acreditado por las entidades mercantiles que 

la información fuese entregada con la suficiente antelación y debidamente explicada, así 

como que, con esa información, no se pueden considerar cumplidos los requisitos de 

trasparencia, dado que la misma no permite conocer la verdadera carga económica de un 

crédito revolving.  

   

Declarada la nulidad del contrato, debe determinarse a favor de que parte existe un  

saldo, puesto que, si el mismo es a favor del demandado inicial, deberá alegarse la excepción 

de prescripción, mientras que, si es a favor de alguna de las entidades, deberá condenarse al 

pago de la misma.  

   

La parte demandada originaria alegó que la deuda estaría saldada, una vez declarada 

la nulidad del contrato, si bien no aporta prueba documental alguna al respecto.  

   

En el certificado de deuda aportado con el escrito inicial de demanda, con fecha 23 

de noviembre de 2020, se fija un principal de 7.474,38 euros, dejando al margen la 

reclamación de intereses y otros gastos, siendo abonado por el demandado originario un 

total de 5.997,84 euros.  

   

El extracto de movimientos unido a la demanda inicial, si se suman los conceptos 

recogidos en las páginas uno y dos, el total del capital dispuesto por el demandado es de 

6.265 euros, a los que hay que sumar los movimientos 64 a 57 de la página tres, arrojando 

un total de 9.973,52 euros dispuestos por el demandado, que es la suma que debería 

devolverse por el mismo, pero, al ser declarada la nulidad del contrato, debe restarse el 

importe de 6.616,41 euros abonado por el demandado, lo que arroja un saldo a favor de la 

actora de 857,97 euros.  

   

SEXTO: De conformidad con el Art. 394 LEC, no procede la imposición de costas a 

ninguna de las partes, por la demanda principal, pero si por la demanda reconvencional.  

FALLO  

   



 

 

Debo estimar y estimo parcialmente la demanda interpuesta por el Procurador D. 

Jordi Garrigos Romanos, en nombre y representación de la mercantil  …………., contra D. 

……………….., condenando al mismo al abono de 857,97 euros, sin imposición de las 

costas procesales.  

Debo estimar y estimo la demanda reconvencional presentada por el Procurador D. 

Alberto Cánovas Seiquer, en nombre y representación de D. …………………………., 

declarando la nulidad del contrato de 17 de junio de 2013, con imposición a la mercantiles 

demandadas de las costas causadas.  

   

   

   

   

   

   

  

  

  

   

  

  

MODO DE IMPUGNACIÓN: mediante recurso de APELACIÓN ante la Audiencia 

Provincial de ALICANTE/ALACANT (artículo 455 LEC). El recurso se interpondrá por 

medio de escrito presentado en la Audiencia Provincial en el plazo de veinte días 

hábiles contados desde el día siguiente de la notificación, debiendo exponer las alegaciones 

en que se base la impugnación, además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos 

impugnados (artículo 458.2 LEC).  

  

Para interponer el recurso será necesaria la constitución de un depósito 

de 50 euros, sin cuyo requisito no será admitido a trámite. El depósito se constituirá 

consignando dicho importe en la cuenta de depósitos y consignaciones que este juzgado tiene 

abierta en el Banco Santander, S.A. con el número ES5500493569920005001274, indicando 

en el campo concepto del resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” código 

02Apelación. La consignación deberá ser acreditada al interponer el recurso (DA 15.ª de la 

LOPJ).   

  

Están exentos de constituir el depósito para recurrir los incluidos en el apartado 5 de 

la disposición citada y quienes tengan reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita.   

  

  

   

Así por esta mi sentencia, definitivamente juzgando, lo pronuncio, mando y firmo.  

  

  



 

 

  
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada, fuera de los 

casos previstos en una Ley, solo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que el mismo 
contuviera y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de 

tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.  
Los datos personales incluidos en esta resolución, y en los documentos adjuntos a la misma, no podrán ser cedidos, 

ni comunicados con fines distintos a los previstos en las leyes.  
  

   

  


